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RESUMEN 
La prescripción de la acción penal es una de las figuras jurídicas más importantes dentro 
del campo penal, puesto que extingue la responsabilidad del sujeto que cometió el ilícito, 
transcurrido un lapso prudencial de tiempo, por tanto el Estado ya no puede ejercer el ius 
puniendi o desplegar todo ese poder persecutor y sancionador.  
La institución de la prescripción en los delitos contra la administración pública se 
desnaturaliza con la reforma establecida en la Ley N°30650, que modifica el  Art.41 de la 
Constitución, referente a la Imprescriptibilidad de los delitos contra la Administración Púbica, 
medida que  forma parte de un conjunto de iniciativas legislativas, que según sus principales 
defensores, busca  combatir la corrupción en nuestro país. Sin embargo, resultaría innecesaria 
para el fin que debe lograr pues no solucionara el problema de corrupción y por el contrario 
vulnera principios fundamentales del derecho penal pretendiendo dejar de lado la duplicidad y 
estableciendo la imprescriptibilidad de estos delitos. 
La prescripción es una regla que ha estado presente en todos los códigos penales 
peruanos;  evitando que se propicien  investigaciones y procesos interminables. En atención a 
ello, el objetivo de la presente investigación consiste en determinar la desnaturalización de la  
prescripción de la acción penal con la aplicación de la Imprescriptibilidad de los delitos contra 
la administración pública de la Ley N° 30650, para así destacar la importancia que tiene la 
institución de la prescripción en nuestro ordenamiento jurídico. 
Palabras Claves: Acción Penal, Prescripción, Imprescriptibilidad, Administración Pública. 
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ABSTRACT 
The prescription of criminal action is one of the most important legal figures in the 
criminal field, since it extinguishes the responsibility of the person who committed the crime, 
after a prudential lapse of time, so the State can no longer exercise the ius puniendi or deploy all 
that power persecutor and sanctioner. 
The institution of the statute of limitations on crimes against public administration would 
be distorted by the reform established in Law N°. 30,650, which modifies Article 41 of the 
Constitution, regarding the non-applicability of statutes of limitations to public administration. 
part of a set of legislative initiatives, which according to its main defenders, seeks to combat 
corruption in our country. However, it would be unnecessary for the purpose to be achieved, as 
it will not solve the problem of corruption and, on the contrary, it violates fundamental 
principles of criminal law, seeking to set aside the duplicity and establishing the statute of 
limitations for these crimes. 
The prescription is a rule that has been present in all Peruvian penal codes; avoiding 
research and endless processes. In response to this, the purpose of the present investigation is to 
determine the denaturalization of the prescription of criminal action with the application of the 
statute of limitations on crimes against public administration of Law N°. 30650, in order to 
highlight the importance of the institution of prescription in our le 
Key Words: Criminal Action, Prescription, Imprescriptibility, Public Administratio
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INTRODUCCIÓN 
  La prescripción de la acción penal constituye una de las instituciones jurídicas de mayor 
trascendencia en la práctica judicial y ampliamente reconocida por la mayoría de los 
ordenamientos jurídicos existentes. Se resalta su importancia debido  a que  en nuestro 
ordenamiento jurídico,  a través de ella se establecen límites para la persecución punitiva del 
delito por parte del Estado; y esos límites legales evitan que no haya una persecución 
indefinidamente. 
 Lo esbozado en los párrafos precedentes es el impulso del presente trabajo, en el cual me 
dedico a estudiar  la institución de la prescripción de la acción penal y la recientes medida  
adoptada por nuestros legisladores y es la aprobación de la Ley N° 30605 Ley de Reforma del 
Art. 41 de la Constitución Política del Perú sobre la imprescriptibilidad de los delitos contra la 
administración, medida que será analizada y se determinara si esta es contraria y desnaturaliza 
la institución primigenia  de la prescripción de la acción penal, que se ha venido aplicando para 
los delitos en los cuales son participes funcionarios públicos y/o particulares. 
 Se realizara este análisis teniendo en cuenta las reglas de prescripción que se encontraban 
vigentes en nuestro ordenamiento, a fin de determinar si estas se desnaturalizan con la 
aplicación de la imprescriptibilidad de los delitos contra la administración pública y de esta 
manera determinar la importancia  de la aplicación de la prescripción de la acción penal en 
nuestro ordenamiento jurídico.  
Siendo así, en nuestro desarrollo capitular como primer punto se realizará el estudio del 
delito contra la administración Pública, tal como su desarrollo teórico-conceptual, el bien 
jurídico protegido y su relación con la corrupción. En el punto II desarrollaré la  Acción Penal, 
estableciendo sus consideraciones generales, características y su extinción. En el punto III se 
analizará la Prescripción de la Acción Penal, específicamente respectos a su regulación y sus 
clases existentes. Asimismo, en el punto IV estudiaré la figura de la Imprescriptibilidad de la 
Acción Penal, los proyectos de ley que se han propuestos, la ley N° 30650 materia de debate en 
este trabajo y la regulación de la imprescriptibilidad en la legislación comparada.. Todo esto con 
la finalidad comprender como operan estas figuras en referencia a la desnaturalización de la 
prescripción penal en los delitos contra la administración pública. 
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CAPÍTULO I: ASPECTOS DE LA PROBLEMATICA 
1.1 Descripción de la realidad problemática 
El Estado es el titular del poder punitivo, como poder de castigar o imponer otras 
consecuencias entre ellas medidas de seguridad, previo debido proceso. Es en virtud de ese 
poder que la Fiscalía está habilitada para perseguir delitos, pero con límites configurados, que se 
expresan como derechos fundamentales. Un límite al poder punitivo es el temporal. 
 
Este límite está contenido en la institución de la prescripción de la acción penal. Su 
naturaleza y justificación estriba en que una persona no puede ser convertida en un objeto de 
persecución punitiva indefinida, dado que con ello se cosifica al imputado como objeto de 
persecución, y se afecta de manera directa su dignidad como persona humana. El hecho de 
someter a una persona a la condición de imputado, implica hacerla asumir la grave carga 
aflictiva de sujeción a un proceso penal incierto; esta situación se hace más aflictiva si el tiempo 
de persecución es indefinido. La habilitación del poder punitivo, en un estado democrático, sólo 
será aceptable si se materializa dentro de un plazo razonable. 
 
El ejercicio del poder público debe ser limitado. No resulta admisible que no reconozca 
fronteras. El ejercicio del poder sancionatorio del Estado, debe mantenerse controlado siempre. 
Nunca debe olvidar que su objetivo es la protección de la comunidad frente a aquellos hechos 
que revisten una gravedad tan elevada que ponen en riesgo su propia convivencia pacífica. 
Atendido que el ius puniendi del Estado se materializa a través del proceso penal, su limitación 
ha de concretarse en una regulación acorde a las exigencias que el debido proceso demanda. 
Debe fijarse un procedimiento penal con todas las garantías, uno que se “ajusta a los principios 
constitucionales de proporcionalidad e igualdad, seguridad jurídica.  
 
Este límite temporal regulado en la prescripción de los delitos contra la administración 
pública se ve afectada  con la aprobación de la Ley N°30650, la cual modifica el Art.41 de la 
Constitución Política del Perú, señalando la imprescriptibilidad de los delitos más graves de 
corrupción, generando de esta manera la desnaturalización a la institución de la prescripción de 
la acción penal que se venía aplicando en nuestro ordenamiento jurídico y dando pase a un 
derecho penal sin garantías. 
 
La imprescriptibilidad es contraria a la razón de ser de la prescripción de la acción penal, 
la cual se encuentra en consideraciones de política criminal orientadas a evitar el colapso del 
sistema penal con más casos de los que puede resolver. Se trata de ponderar qué es lo mejor. De 
esta forma el Estado renuncia a la persecución del delito cuando el paso del tiempo ha cubierto 
el crimen con el manto del olvido y es prioritario maximizar esfuerzos en la persecución de 
otros delitos, dando prioridad a los más recientes y dejando de lado aquellos ocurridos muy 
lejos en el pasado 
 
Ante esta situación por la aprobación de la reciente Ley N° 30650, se debe recalcar que 
deben existir restricciones en el  ejercicio del poder penal estatal, siendo una de las más 
importantes que debe encontrarse sometido a un tiempo. La prescripción penal en los delitos 
contra la administración pública tiene por objeto poner un límite al ejercicio del poder penal del 
Estado. Para que de esta manera el paso del tiempo y  la inactividad de los órganos encargados 
de la persecución penal, auto limite el poder punitivo del Estado y de esta manera obligue a que 
los órganos encargados de la instrucción penal sean eficientes en la consecución de la labor que 
les corresponde. 
Por tanto la prescripción de los delitos, es utilizada como un instrumento jurídico 
realizador del derecho fundamental del proceso penal en un plazo razonable, es decir se 
entiende como el límite temporal que tiene el Estado para ejercer su poder penal, por tanto el 
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proceso no puede tener una duración indefinida sobre situaciones jurídicas expectantes, pues 
esta se configuran como una garantía para las personas sujetas a un proceso. 
Asimismo con la aplicación de la  imprescriptibilidad generaría incentivos para que el 
Estado no resuelva los procesos con celeridad, propiciando investigaciones y procesos 
interminables, que suelen ser la expresión de arbitrariedad del sistema de justicia, así también al 
no existir un límite tendrían que realizar investigaciones en las cuales tendrían dificultad de 
obtener o aportar pruebas a consecuencia del paso del tiempo.  
De lo expuesto se formula el siguiente planteamiento del problema ¿Se desnaturaliza la 
prescripción de la acción penal en los delitos contra la administración pública, al aplicar la Ley 
N° 30650? 
1.2 Justificación e importancia de la investigación.  
La presente investigación se justifica debido a la necesidad de exponer la importancia de 
la aplicación de la prescripción de la acción penal en nuestro ordenamiento jurídico y la 
desnaturalización que tendría esta institución jurídica al aplicar la reforma al artículo 41° de la 
Constitución, contenida en la Ley N°30650, la cual establece la imprescriptibilidad de los 
delitos contra la administración pública, resaltándose de esta manera la importancia de que 
exista un límite temporal esto es que se aplique la prescripción de la acción penal de los delitos 
contra la administración pública.  
La presente investigación reviste de importancia debido a que será un aporte teórico y 
práctico, pues se expondrán la importancia de la institución jurídica de la prescripción de la 
acción penal y la vulneración que esta tendría al  aplicar la imprescriptibilidad de los delitos de 
corrupción de funcionarios, y así de esta manera poder determinar la institución que deberá ser 
aplicada en nuestro ordenamiento jurídico. 
1.3 Objetivos  
1.3.1  Objetivo General 
 Analizar la desnaturalización de la prescripción de la acción penal en los delitos contra la 
administración pública con la aplicación de la Ley N° 30650. 
 
1.3.2 Objetivo Específico 
 
 Determinar la importancia de la institución jurídica de la prescripción de la acción penal 
en los delitos contra la administración pública.  
 
1.4 Delimitación de la investigación.  
El análisis de la presente investigación se circunscribe en el análisis de la institución 
jurídica de la prescripción de la acción penal de los delitos contra la administración pública y  la 
Ley N° 30650, la cual modifica el artículo 41° de la constitución, referente a la 
imprescriptibilidad de los delitos contra la administración pública, siendo aprobada en segunda 
votación por el congreso el jueves 17 de Agosto del 2017 y posteriormente publicada en el 
diario Oficial El Peruano el 20 de Agosto del mismo año. Asimismo la investigación se 
desarrollara con recursos propios de la ejecutora. 
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CAPÍTULO II: MARCO TEÓRICO 
2.1 Antecedentes de la investigación 
 Montes (2017) En su Tesis para "La imprescriptibilidad en los Delitos de Corrupción" tuvo 
como objetivo analizar la prescripción; el delito de Cohecho Pasivo Propio e Impropio, 
asimismo las consecuencias jurídicos sociales de la prescripción e imprescriptibilidad. El 
método utilizado es Cualitativo, Dialéctico y Descriptivo. Concluyéndose que la 
imprescriptibilidad reducirá de manera sustancial la comisión de los delitos contra la 
Administración Pública, al reformarse la Constitución Política del Perú y erradicar la 
corrupción que tanto afecta a nuestro país. 
 
 Paredes( 2017) En la tesis "Delitos de Corrupción de Funcionarios y Servidores Públicos en 
los Gobiernos Locales",  tiene como objetivo explorar la situación juridica de la regulación del 
los delitos de corrupción, conla finalidad de identificar los empirimos aplicativos e 
incumplimientos, que en la actualidad conllevan a una deficiencia generalizada en la 
erradicación y prevención de los delitos de corrupción. La muestra la comprenden 100 
participantes: 50 mienbros de la comunidad juridica asi como 50 personas del público en 
general de Lambayeque, la investigación se realizo utilizando como instrumento un 
cuestionario, para recoger la percepción de los encuestados sobre los delitos de corrupción de 
funcionarios y su tratamiento juridico. Se evidencio en dicha investigación la existencia de 
empirismos aplicativos e incumplimientos. 
 
 Gerónimo (2018) En su articulo “Analisis Constitucional de la Imprescritibilidad de los 
Delitos Contra la Administración Publica”, tiene como objetivo exponer los argumentos a 
favor y en contra de la Ley N° 30650, ley que modifica el Art. 41 de la Constitución Pólitica 
del Peru, conteniendo la imprescriptibilidad de los delitos contra la administración Pública 
para los supuestos mas graves. Realizandose de esta manera un analisis constitucional de las 
causales que impulsaron dicha modificación y tienen como consecuencia la extralimitación del 
poder punitivo del Estado, describiendo las deficiencias tecnicas y legislativas existentes. 
2.2 Bases teóricas. 
2.2.1   Prescripción 
El tiempo constituye un fenómeno natural que tiene y ha de tener una influencia decisiva 
en las diferentes ramas del Derecho. Una de las manifestaciones más importantes de esta 
influencia del tiempo en el Derecho, desde el punto de vista de sus efectos, es la institución de la 
prescripción, que da lugar a la adquisición o pérdida de derechos y potestades por el transcurso 
del tiempo. 
La prescripción tiene sus orígenes más remotos en Grecia, donde razones de orden 
procesal llevaron a su establecimiento. 
La hipótesis más aceptable para explicar sus vinculaciones, en sus orígenes más remotos, 
con el moderno Derecho penal, es aquella que señala que la prescripción “comenzó a abrirse 
camino mediante las influencias romanas de naturaleza procesal, destinadas a obtener que los 
procesos no tuvieran una duración exagerada”. Esto determinaba que el proceso penal podía 
tener señalados plazos, tanto en su etapa de conocimiento como de acusación. Sostiene 
Mommsen que “se carece de noticias bastantes respecto de la duración de los procesos 
criminales en Roma”. Sin embargo, agrega que “bajo la República y a comienzos del Imperio su 
duración no era desmedida”. En tiempos posteriores fue corriente que el tribunal al interponer el 
actor su acción, le fijase un plazo de uno o dos años dentro del cual había que sustanciar el 
negocio. 
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 Grecia 
Sostiene Pessina, fundándose en textos de Demóstenes y Lipias, que los griegos 
admitieron la prescripción de la acción penal, con la excepción de ciertos delitos, señalando 
como razón “que las pruebas, especialmente las de la inocencia, se han hecho difíciles de 
obtener por el transcurso del tiempo”. 
 Roma 
Durante la República, y particularmente en tiempos de Cicerón, el derecho de acusación 
era imprescriptible. Tampoco se admitió la prescripción durante los primeros tiempos del 
Imperio, como tampoco se conoció en esta época la prescripción de las obligaciones civiles. 
Hay consenso en estimar a la “Lex-Julia de Adulteriis”, dictada en tiempos de Augusto 
(818 a. C.), como la norma más antigua en Roma en materia de prescripción penal. Por medio 
de esta ley se dispuso que la acusación por estupro, adulterio o lenocinio prescribía a los cinco 
años. Este término fue posteriormente extendido a otros delitos como el peculado y la 
suplantación testamentaria. Manzini anota que en estos casos se trataba más bien de una 
decadencia del derecho de acción que de verdadera y propia prescripción.  
Los delitos de suposición de parto (accusatio suppositi pertus nulla temporis proescriptione 
depellitur)y el crimen de parricidio (eorum, qui parricidi poena teneri possunt, semper acussatio 
permittitur) eran imprescriptibles.También la apostasía había llegado a ser imprescriptible, 
debido –anota PESSI-NA– a la influencia del cristianismo. Si bien las acciones derivadas de 
estos últimos delitos, como las privadas procedentes de delito, se contaban entre las acciones 
perpetuas, quedaron todas sometidas posteriormente a la prescripción de treinta años por 
disposición de Teodosio II. 
 
 Edad Media 
En el Derecho penal alemán de la Edad Media, la prescripción penal era desconocida. Fue 
incorporándose a la legislación de los Estados alemanes durante los siglos XVI y XVIII; Prusia 
la admitió ya en 1620. Agrega Von Liszt que en 1656 se la señaló en la Baja Austria como una 
institución enteramente nueva, tomada del Derecho bávaro. El mismo autor señala que la 
ciencia de la época veía su fundamento en la enmienda presunta del delincuente, motivo por el 
cual no debía haberse fugado del país, ni cometido nuevo delito, “ni haber gozado del provecho 
que pudiera haberle reportado la infracción”. En los delitos de mayor gravedad la prescripción 
no era admitida.          
            
2.2.2 Imprescriptibilidad 
La imprescriptibilidad de los delitos de corrupción es un tema que desde la caída del 
régimen de Alberto Fujimori, esto es desde el 2001, ha sido promovida como una iniciativa en 
diversos espacios y momentos, es así que distintas instituciones en estos años se han 
pronunciado respecto a esta  esta medida, como se detalla a continuación: 
 La Iniciativa Nacional Anticorrupción: El grupo Iniciativa Nacional Anticorrupción 
(INA), creado por Resolución Suprema Nro. 160-2001-JUS del 11 de abril de ese año, propuso 
como parte de la institucionalización de la lucha contra la corrupción la reforma de la 
normatividad y acción internacional, planteando de manera específica “la promoción de los 
principios de imprescriptibilidad” y jurisdicción internacional en materia de delitos contra la 
corrupción, “a efecto de que el transcurso del tiempo y la doble nacionalidad no se constituyan 
en supuestos justificativos de impunidad” ( Iniciativa Nacinal Anticorrupción, 2001) 
 
 El Poder Ejecutivo: En febrero de 2004, durante la administración de Alejandro Toledo 
el entonces presidente del Consejo de Ministros, Carlos Ferrero, anunció un conjunto de 
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medidas inmediatas para la lucha contra la corrupción, entre las cuales destacaba una propuesta 
de reforma constitucional, precisamente aquella que proponía la enmienda del artículo 41 de la 
Constitución para que los delitos cometidos por funcionarios públicos contra el patrimonio del 
Estado sean imprescriptibles. En el 2006 el proyecto de Plan Nacional de Lucha contra la 
Corrupción, elaborado por el Grupo de Trabajo creado por el ministro de Justicia, Alejandro 
Tudela, mediante Decreto Supremo Nº 004-2006-JUS, contempló la figura de la 
imprescriptibilidad; en julio de ese mismo año, la propuesta fue publicada en el diario Oficial El 
Peruano. En la misma línea, en enero de 2007 la ministra de Justicia, María Zavala, presentó el 
Plan Nacional de Lucha contra la Corrupción y Ética Ciudadana, en realidad, una versión 
mejorada del anterior. 
 
 El Poder Judicial: En el Mensaje que pronunció en la ceremonia de apertura del año 
judicial 2007, dentro de la reestructuración judicial anunciada y como una de las medidas de la 
política de lucha contra la corrupción y promoción de la ética judicial, Tavara Cordova, 
presidente del Poder Judicial, propuso al Congreso de la República, “que instaure una 
regulación normativa en la que se reconozca que los delitos cometidos contra la Administración 
de Justicia  y también, aquellos realizados contra la Administración Pública,  tengan el carácter 
de imprescriptibles”. En esa ocasión, dijo también que “en el presente, la nación peruana 
reclama medidas radicales en su lucha contra la corrupción judicial, y la corrupción pública, y 
considero que, dado el actual contexto, una medida de tal alcance resulta legítima y razonable. 
Estas medidas son posibles, por lo que es menester que exista voluntad política para 
adoptarlas”. En el 2007 se presentó el Informe Nro. 1137-2007-CT-CS-PJ del Gabinete Técnico 
de Asesores de la Presidencia del Poder Judicial, sobre imprescriptibilidad de los delitos de 
corrupción más graves. En este documento, por primera vez, se propone la adición de un párrafo 
al final del artículo 41 de la Constitución en el sentido que la prescripción no existirá ante 
determinados delitos contra la Administración Pública, los mismos que serán señalados 
expresamente por ley. Propone también adicionar un último párrafo al artículo 80 del Código 
Penal estableciendo la imprescriptibilidad de los delitos de concusión, peculado, cohecho y 
enriquecimiento ilícito. Posteriormente, en el mensaje del señor Presidente del Poder Judicial, 
en la ceremonia de apertura del año judicial 2008, Távara Córdova informó que “la Sala Plena a 
propuesta de esta Presidencia, ha sometido a discusión una iniciativa de ley que establezca que 
los delitos contra la Administración de Justicia y contra la Administración Pública tengan el 
carácter de imprescriptibles y también evalúa la factibilidad de declarar la imprescriptibilidad de 
los delitos de lesa humanidad” 
 
 La Oficina Nacional Anticorrupción: En enero del 2008, la jefa de la Oficina Nacional 
Anticorrupción (ONA), Carolina Lizárraga Houghton, pidió al Congreso promover una norma a 
favor de la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción que afecten el patrimonio del Estado, 
y de esta manera tener más armas legales para enfrentar este flagelo que causa cuantiosas 
pérdidas. (Diario La República, 2008) 
 
2.3 Glosario de términos básicos 
 Administración Pública: Gestión, gobierno de los intereses o bienes, en especial de los 
públicos. La ciencia de la administración es el conjunto de las reglas para gestionar bien los 
negocios; y, más particularmente, para aplicar los medios a la consecución de los fines del 
Estado. Es el Poder ejecutivo en acción, con la finalidad de cumplir y hacer cumplir cuanto 
interesa a la sociedad en las actividades y servicios públicos. La administración puede ser 
nacional, provincial o municipal, de acuerdo con la esfera territorial de sus atribuciones. 
 
 Prescripción de la Acción Penal: Consolidación de una situación jurídica por efecto del 
transcurso del tiempo.  No puede ejercerse eficazmente ésta una vez transcurrido cierto tiempo 
desde haberse delinquido. 
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 Plazo: Tiempo o lapso fijado para una acción. Vencimiento del mismo, o término 
propiamente dicho 
 
 
2.4 Marco referencial  
2.4.1Delitos Contra la Administración Pública 
2.4.1.1 Desarrollo teórico- conceptual 
Reátegui entiende a la Administración Pública  “como un sistema vivo y dinámico, que 
participa activamente de la vida social y establece relaciones múltiples entre las propias 
entidades estatales y paraestatales o con entidades particulares o con los ciudadanos”. (Reategui, 
2015). 
 
Según Salinas “la administración Pública es el servicio público que cumple el Estado por 
medio de sus funcionarios o servidores para lograr su fin último, cual es el bienestar común”. 
(Salinas, 2014). (…)Es el conjunto de poderes, órganos o entidades dotadas de una esfera de 
atribuciones o competencias; en ejercicio de sus atribuciones o potestades conferidas. (Patron, 
1998) 
 
La administración pública debe entenderse como un sistema socio dinámico, que genera 
relaciones interpersonales entre los que integran la misma con los administrados, las cuales, por 
su importancia e interés social, justifica un marco normativo que encause dichas relaciones al 
régimen de legalidad propio de un Estado Constitucional de Derecho. (Benavente, 2012)  
 
Administrar, según la Real Academia Española, es servir. En consecuencia, 
administración pública es el servicio público que cumple el Estado por medio de sus 
funcionarios o servidores para lograr su fin último, cual es el bienestar común. Al ser la 
administración pública algo abstracto, el servicio público, es algo más concreto. (Salinas, 2014).  
 
Entonces se puede concluir  que, la Admministración Pública, desde una óptica de Estado 
de Derecho Constitucional, viene hacer el conjunto de instituciones estatales ( englobando, por 
supuesto, a sus miembros), que tienen por función principal desarrollar el ejercicio de la función 
pública y, por tanto, de la aplicación de la leyes para el bien común. Esta última 
conceptualización esgrimida, muestra la importancia de la Administración Pública; para que un 
Estado que se atribuya ser democrático, como dice ser el Perú, desarrolle adecuadamente.  
 
La administración pública posee las siguientes características (Benavente, 2012): 
 
 Organización y funciones.- Es necesario que la administración pública en sus variadas 
facetas singularice su función (legislativa, administrativa, judicial), precise el marco de 
valoración de su actividad y de esta forma se podrá establecer la tutela penal con más o menos 
acierto. Ciertamente, la administración pública presenta un cuadro organizacional donde quedan 
establecidas las líneas jerárquicas y la forma y modo de presentación de su servicio.   
 
 Normas y procedimientos.- La administración pública cuenta con un cuerpo normativo que 
regula sus funciones y las relaciones que genere con los administrados; conllevando que, si 
se presentan contingencias, circunstancias o riesgos en el ejercicio de tales funciones y/o 
relaciones, pero se presentan dentro de ese cuerpo normativo, todas estas situaciones se 
convierten en riesgo permitido.  
 
 Potencial humano.- Esto indica que la administración pública cuenta con agentes dentro de 
su organización y que estos agentes asumen responsabilidad por las funciones que ejercen, 
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las cuales pueden derivar según sea el caso en responsabilidad administrativa o 
responsabilidad penal.  
 
 Circunstancia o coyuntura, en que le corresponde actuar al funcionario que va a tomar una 
decisión respecto a una eficiente conveniente acción. administrativa, en la que se resuelve, 
aconseja o asume una responsabilidad, sobre la base no solamente a la estructura del 
organismo y a las normas de procedimientos vigentes, sino de manera fundamental a su 
actitud humana, fruto de sus conocimientos, de su experiencia, de su honradez y de su 
facultad discrecional que su autoridad moral, la realidad política y social y la ley le franquea, 
según el caso.  
 
 Contexto histórico – social.- Mediante este se orienta y determina el ambiente político y 
social que rodea a la administración y a la coyuntura que se presenta en el momento de 
resolver. (Benavente, 2012, p 80).  
 
2.4.1.2 Bien Jurídico Protegido 
Como lo expresa Suarez Gonzales “la administración pública es toda actividad cumplida 
por los funcionarios y servidores públicos para poner en funcionamiento al Estado y éste pueda 
cumplir sus fines, y por ende nadie puede objetar en forma razonable que merece la protección 
del Derecho punitivo. O en todo caso, parece poco plausible poner en discusión que la 
administración pública constituye un elemento básico de la configuración actual de la sociedad, 
y por lo tanto, merecedor de protección. (Suarez, 2001) 
En consecuencia, se busca proteger penalmente el normal, correcto y transparente 
desenvolvimiento o desempeño de la administración pública, orientada siempre al logro de su 
fin último cual es el bien común. La lesión o puesta en peligro del normal funcionamiento de la 
administración pública pone en directo peligro la organización misma del Estado. De esa forma, 
se constituye en bien o interés jurídico preponderante que corresponde al Estado mismo cautelar 
y proteger por medio de las normas penales, cuyo centro de atención es el bien jurídico 
preponderante o relevante que pretenden proteger. Cualquier hecho punible que se realice por 
parte de los encargados (funcionarios o servidores públicos) de poner en funcionamiento la 
administración pública en la consecución de sus fines, la lesiona o pone en peligro en forma 
directa. Lo expresado se constituye en el bien jurídico protegido general que se pretende 
proteger con cualquiera de las fórmulas legislativa, que regulan las conductas delictivas 
recogidas en el catálogo penal. No obstante, cada una de las conductas delictivas allí reguladas, 
busca proteger un bien jurídico más específico. 
Como regla general debemos señalar acorde con Muñoz Conde, que en la comisión de 
cualquiera de los delitos etiquetados como delitos de corrupción de funcionarios, dos son los 
bienes jurídicos que se pretende proteger con la sanción penal: El primero lo constituye el 
normal, correcto y transparente desenvolvimiento o desempeño de la administración pública, 
este bien jurídico general es el afectado por todos los delitos. El segundo bien jurídico que se 
protege es el particular a cada delito, cada fórmula legislativa que regula los delitos en 
particular, pretende proteger un bien jurídico específico. (Muñoz, 2001) 
El bien jurídico protegido es el correcto y regular funcionamiento de la administración 
pública (el correcto ejercicio de la función penal). Esta postura predomina, actualmente, en la 
doctrina y en la jurisprudencia. (Rojas, 2007) 
El bien jurídico es el desempeño correcto de los deberes y funciones que los servidores, 
funcionarios y empleados públicos asumen o se les delega con la finalidad de administrar al 
Estado. (Meini, 2008) 
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Debe entenderse a la administración pública como aquella actividad que los funcionarios 
y servidores públicos desempeñan para que un Estado Constitucional, Social, Democrático y de 
Derecho cumpla con su rol prestacional. Según esta perspectiva de bien jurídico, no se protege a 
la administración pública en sí, en tanto órganos o instituciones sino a la administración en 
sentido funcional, en tanto su función se orienta a hacer realidad los fines del Estado 
constitucionalmente establecidos. (Salinas, 2011) 
Referidos y reflejados, en gran medida, en el acceso a los ciudadanos a los servicios 
públicos y, por lo tanto, a la satisfacción plena de sus derechos y libertades. Esta posición ha 
sido recogida por el Acuerdo Plenario de las Salas Penales de la Corte Suprema de Justicia 
sobre prescripción de la acción penal.
1
 
2.4.1.3 La  administración y la Corrupción 
A la corrupción y su impacto en la administración pública es aquella desviación por parte 
de la administración de los poderes del Estado del correcto funcionamiento, que no es otro que 
el “interés público”. También se puede decir que son aquellas formas de actividad ilegal 
mediante las cuales, sujetos que gestionan espacios de poder político y cuentan con capacidad 
de emitir decisiones de relevancia en el plano económico, prevaliéndose de esa posición, se 
apropian de una parte del beneficio correspondiente a quienes por su mediación contratan con la 
administración pública, los que, con ese coste como sobreprecio, obtienen a su vez un 
privilegio”. (Ibañez, 1996) 
Sin embargo, la definición más utilizada por los científicos es la elaborada por el profesor 
de la Universidad de Harvard; sostiene Joseph S. Nay citado por Beraldi que, de acuerdo con su 
explicación la corrupción, pero siempre vinculado de alguna forma a la administración pública 
es una “conducta que se desvía de las obligaciones de orden público normales debido a intereses 
personales (familiares o de allegados) o beneficios monetarios o de orden social; o que viola 
normas respecto al uso de cierto tipo de influencias con fines personales. Esta definición incluye 
conductas tales como el cohecho (utilización de gratificaciones con el fin de influenciar el juicio 
de una persona de cierta jerarquía), nepotismo (elección por vínculos familiares y no por 
méritos personales) y malversación de fondos (apropiación ilícita por particulares de recursos 
públicos) (Beraldi, 1995) 
La ratio fundamental de la corrupción radica entonces en una desviación de ciertos 
parámetros de comportamientos. Debe destacarse también que el sustrato fáctico de la 
corrupción reside, fundamentalmente, en la actividad económica de la Administración y, 
habitualmente, en la atribución del control y aplicación de fondos públicos a cargos políticos  o 
funcionariales . (Carbajo, 2000) 
La imputación hacia una persona como “corrupto”, al decir de Beraldi, va asociado a la 
idea de que aquel esté en vinculación directa con la administración de los poderes del Estado, y 
no podría hablarse de corrupción en sentido estricto fuera del ámbito de la función pública, esto 
es, en términos domésticos, familiares o cotidianos: un particular persuade, a través de dinero, al 
presidente de un club privado para hacerlo ingresar en calidad de socio. Así las cosas, se pueden 
diferenciar nítidamente una corrupción que se presenta en el campo de las acciones privadas de 
la que afecta a la administración pública, privilegiándose a esta última como una cuestión de 
mayor importancia (Beraldi, 1995). 
                                                     
1
 Acuerdo Plenario N°01-2010/CJ 116-Corte Suprema de Justicia del Perú-Salas Penales,16 de noviembre 
de 2010 
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Al respecto, Mariano Grondona citado por Sandler, afirma “que la corrupción en el sector 
público es más grave que la privada, pues mientras ésta es susceptible de ser corregida por el 
Estado, si los mecanismos del Estado están infiltrados por la corrupción, el sistema queda sin 
apelaciones (Sandler, 1997).  
La corrupción como se ha visto es un gran problema del país, su impacto en la 
administración pública es notable y es considerado como la desviación del correcto 
funcionamiento de la administración o el interés público.  
Andrés Ibáñez indica, que la corrupción son “...aquellas formas de actividad ilegal 
mediante las cuales, sujetos que gestionan espacios de poder político y cuentan con capacidad 
de emitir decisiones de relevancia en el plano económico, prevaliéndose de esa posición, se 
apropian de una parte del beneficio correspondiente a quienes por su mediación contratan con la 
administración pública, los que, con ese coste como sobreprecio, obtienen a su vez un 
privilegio” (Ibañez, 1996).  
Sin lugar a dudas, los límites de la corrupción en el Perú han rebasado excesivamente los 
niveles de racionalidad. A raíz de los hechos de corrupción sucedidos en las altas esferas del 
poder en el Perú, se expidió todo un “paquete legislativo” para la lucha contra la criminalidad 
organizada movido por un factor común: la multicitada corrupción (Reategui, 2015)  
2.4.1.3 Delitos contra la Administración Pública en el Código Peruano 
Por otro lado, los delitos contra la administración pública en el Código Penal peruano 
están sistemáticamente regulados en cuatro secciones.  
 
La primera: delitos cometidos por particulares; la segunda: delitos cometidos por 
funcionarios públicos, que en la sección IV se regula la “corrupción de funcionarios”; la tercera: 
delitos contra la administración de justicia. La cuarta y última contiene las disposiciones 
comunes referidas al concepto jurídico-penal de los funcionarios y servidores públicos aplicable 
a todo el capítulo XVIII (Juristas, 2018) 
 
Como se sabe, en el marco del Derecho peruano, los delitos de corrupción de 
funcionarios están inmersos dentro de un catálogo mucho más amplio que es el de los delitos 
contra la administración pública ubicada en el Título XVIII (Juristas, 2018).  
En tal sentido, se colige que necesariamente cualquier acto de corrupción tiene que estar 
en vinculación con la actividad estatal donde se desempeña el sujeto activo. Esto es, que todas 
las figuras delictivas situadas en el Título XVIII tienen como bien jurídico común la “correcta 
función pública”, y más concretamente los principios esenciales a cada una de las actividades 
prestadas por el Estado, dentro del marco de un Estado Social y Democrático de Derecho 
(Reategui, 2015). 
De manera que si se llegara a evidenciar un comportamiento en donde se vulnerará el 
principio de veracidad con la consiguiente imparcialidad que ésta genera para alguna de las 
partes involucradas, definitivamente se está causando un perjuicio en el correcto funcionamiento 
de las instituciones públicas. La actividad administrativa que está al servicio de la sociedad en 
general no puede ser influenciada a través de bajos intereses lucrativos que están reñidos con la 
lealtad y la moral. 
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2.4.2 La Acción Penal 
 
2.4.2.1 Consideraciones Generales 
De acuerdo con García Rada, el concepto de acción que nació en el ámbito civil es el que 
se aplica en Derecho penal. (Garcia, 1964) En realidad, la acción en tanto institución procesal es 
el género, mientras que los diversos tipos de acción, como la civil o la penal, son las clases. Es 
importante entonces, saber cuál es el concepto de acción. Couture la define como “el poder 
jurídico que tiene todo sujeto de derecho, de acudir a los órganos jurisdiccionales para reclamar 
la satisfacción de una pretensión” (Couture, 2010). 
En palabras de García Rada: La acción penal es el ejercicio del derecho que tiene toda 
persona, para promover la actividad jurisdiccional del Estado; en lugar de castigar 
personalmente a quien lo ofende, acude al Poder Judicial para que sancione el agravio inferido. 
En vista de este requerimiento, el juez inicia la instrucción para establecer si existe o no delito y 
quien es el culpable para, en caso afirmativo, dictar la sanción respectiva (Garcia, 1964). 
Producida la comisión de un delito, aparte de que deben concurrir una serie de requisitos 
formales para la sustanciación de un proceso penal, es necesario que haya un actor para dar vida 
a la pretensión punitiva del Estado para satisfacerla. Este actor es el representante del Ministerio 
Público, llamado también "acusador" y no el particular afectado por el delito, como sí ocurre en 
el proceso civil, en que la sola presentación de la demanda determina la persona del demandado 
y éste podrá o no absolvérsele en la sentencia, pero no se puede condenar o absolver a persona 
diferente ya que es el actor quien lo ha elegido.  
 
En este contexto, consideramos a la acción penal como la potestad jurídica persecutoria 
contra la persona física que infrinja la norma jurídico-penal consiguiéndose de esta manera 
promover o provocar la actividad del órgano jurisdiccional para descubrir al autor y partícipes 
del delito o falta que se imputa y aplicar la ley penal con una sanción (pena o medida de 
seguridad) al responsable (culpable), así como lograr el resarcimiento (reparación civil) de los 
daños ocasionados por la comisión del delito (Mixan, 2010).  
 
Por otro lado, la definición de acción penal, el término de "facultad jurídica" por el de 
"potestad jurídica" para significar que la acción no es de libre disponibilidad por el titular de su 
ejercicio. Para concretar la práctica de la acción penal, el representante del Ministerio Público 
asume el encargo conferido por el Estado, en representación de la sociedad. En cambio, 
tratándose de la llamada "acción penal privada" su ejercicio constituye un típico caso de 
facultad jurídica, pues, el afectado puede o no ejercitar su acción.  
 
Ahora bien, el concepto de acción penal es privativo del proceso acusatorio. Ello significa 
no sólo que la acción sea una cosa y otra diferente el derecho de penar, sino que la acción es un 
concepto puramente formal. Mientras que en el proceso inquisitivo la persecución constituye un 
derecho incondicionado de los órganos jurisdiccionales, cuya función no necesita ser promovida 
desde fuera; en el acusatorio, la potestad de jugar se hace depender de la actividad de un 
acusador, de que algún órgano público o particular, pero en todo caso distinto e independiente 
del que juzga- "persiga o promueva" la acción de la justicia (Rosas, 2009).  
 
2.4.2.2 Características 
La acción penal tiene características muy particulares que permiten su diferencia con otras 
acciones.  
 
a) Es de naturaleza pública  
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La acción penal siempre es publica; existe una relación publica entre el estado y el 
justiciable; existe un interés colectivo sobre el hecho que se investiga; y en nuestro sistema 
jurídico es ejercida y desarrollada por el Ministerio Publico y por los particulares (en caso de 
ejercicio privado) agrega Levene que es publica ¨porque tiende a satisfacer un interés general o 
colectivo; porque pertenece a la sociedad a quien defiende y protege, ejercitándose en el interés 
de sus miembros; y porque son públicos su fin y su objeto, ya que tiende a aplicar un derecho 
público, su ejercicio se relaciona íntimamente con el poder jurisdiccional del estado y está por 
encima de los intereses individuales.  
 
b) Es indivisible  
La acción penal comprende a todas las personas involucradas en la investigación judicial 
de la acción penal es una unidad y no puede dividirse para vincular a unos al proceso y a otros 
no.  
 
c) Es irrevocable 
Una vez iniciada la acción penal debe continuarse con la investigación judicial y 
culminarse en una sentencia. Es decir, no se puede interrumpir su desarrollo, sin embargo, 
excepcionalmente es posible la abstención de la acción penal por aplicación del principio de 
oportunidad.  
 
d) Es intransmisible 
La acción penal se dirige al Juez a efecto de que se investigue por un delito a determinada 
persona, que se convierte en justiciable o sujeto pasivo del proceso. En tal sentido, la 
persecución penal es personalísima y no se trasmite a sus herederos o familiares. 
 
2.4.2.3 La Extinción de la Acción Penal 
Teniendo conocimiento de la notitia criminis es la acción penal la que pone en actividad 
al órgano jurisdiccional para la persecución del delito y la imposición de una pena o medida de 
seguridad, a través de un debido proceso. 
  
La legislación penal (Título V del Libro I del Código Penal regula la extinción de la 
acción penal) trata sobre este tema que determina, por consiguiente, la extinción de la 
responsabilidad penal de su autor debido a circunstancias de carácter natural (muerte); por el 
transcurso del tiempo (prescripción): concesión del derecho de gracia (amnistía): sentencia 
anterior (cosa jugada), y otros más. Estas circunstancias hacen imposible el inicio o la 
prosecución del proceso penal.  
 
El Código Penal en su artículo 78, establece las causales que extinguen la acción penal, 
las siguientes: 
2
 
 
                                                     
2
  Artículo 78 del Código Penal.- La acción penal se extingue: 
     1. Por muerte del imputado, prescripción, amnistía y el derecho de gracia. 
     2. Por autoridad de cosa juzgada. 
     3. En los casos que sólo proceda la acción privada, ésta se extingue, además de las establecidas en        
el numeral 1, por desistimiento o transacción." 
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 Muerte del imputado 
La acción penal se extingue desde que luego con la muerte del imputado (persona a quien 
se le atribuye un ilícito penal) en atención al principio de personalidad de las penas –bajo el 
principio de personalidad de la pena- y al principio de responsabilidad penal –la responsabilidad 
penal se le atribuye al que cometió el delito y no es colectiva-, que es personalísimo “mors 
omnia solvit” (la muerte lo deshace todo). Queda incólume la responsabilidad civil que dará pie 
a la víctima a iniciar la acción civil contra los bienes del agente fallecido, aun cuando no haya 
de por medio sentencia condenatoria o absolutoria (Peña F. , 2013).  
 
El proceso penal tiene como protagonista principal al imputado, sobre quien rehace una 
imputación Jurídico Penal, por lo cual es requerido coercitivamente a comparecer ante la justicia 
penal, sometiéndose a tal efecto, a un procedimiento formal, cuyos fines esenciales es la 
averiguación de los hechos investigados, en cuanto a la punibilidad de la conducta, así como la 
consiguiente responsabilidad penal del indiciado.  
 
Siendo el imputado la piedra angular del Proceso Penal en la vía de la justicia ordinaria, 
la muerte del imputado afecta su legitimación: sin una persona que se le pueda definir como 
inculpado, como sujeto a quien se le atribuye la perpetración del injusto penal, no hay 
posibilidad material de imponer pena alguna, su posición en el proceso no resulta susceptible de 
ser transmitida a titulo hereditario, con el principio de responsabilidad penal individual (Villa, 
2014).  
 
 Amnistía 
La amnistía entendida como el perdón a civiles y militares, donde la forma de realización 
típica, de todos los injustos penales, no procede de forma única y singular; el agente, sea de 
forma individual o agenciado con otros sujetos, puede cometer un hecho punible de función, a 
partir de varias circunstancias.  
 
Un estado Constitucional de Derecho, regido bajo la institución de la separación de 
poderes, confiere determinadas facultades, a quienes ejercen ciertas actividades en los diversos 
estamentos de la administración pública; alguno de ellos, refieren al poder penal, en cuanto a la 
potestad de sancionar delitos y penas, conforme a los dictados de una política criminal, sujeta al 
principio de legalidad; misión que asume el poder legislativo.  
 
La amnistía, se cohesiona perfectamente con la potestad soberana del Poder Legislativo, 
en cuanto a la acriminación de conductas; que,  
en el caso de la amnistía, conlleva un ejercicio anulatorio del poder represivo a la idea del 
equilibrio entre los diversos poderes del Estado.  
 
La amnistía no es otra cosa más que un olvido por el cual el estado decide perdonar y 
olvidar lo ocurrido en atención a intereses de estado más importantes. La amnistía extingue la 
acción penal en procura de la concordia nacional. Es un acto conciliatorio y propiciado de la paz 
social. (Villa, 2014) 
 
 Derecho de Gracia 
Dentro de lo que se denomina el derecho de gracia, están incluidos el indulto el cual viene 
a ser una forma de extinción de la pena, entendida cuando ya existe una sentencia judicial, en el 
cual se le imponga al imputado por la comisión de un delito, es así que el imputado cumpla una 
condena ya sea una pena privativa de la libertad, o pena bajo libertad condicional al cual se 
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sujetó que infringió la ley penal, cumple ciertos requisitos establecidos por ley. (Gonzales, 
2003).  
 
Por lo tanto, el indulto como un derecho de gracia otorgado por el Poder Ejecutivo, al 
mando principal y bajo la potestad única del presidente de la República, es quien confiere este 
derecho de gracias, considerado como un perdón a una persona por la comisión de un delito, 
todo ello por razones humanitarias.  
 
 El Indulto 
Es el perdón de la pena, es la gracia dirigida a todos los sentenciados por delitos que no 
cuenten con impedimento legal y que: (i) hayan cumplido las reglas de conducta fijadas por la 
autoridad penitenciaria; (ii) demuestren una buena recepción al tratamiento penitenciario.  
Por otro lado, resulta un criterio no escrito que se concede con mayor frecuencia a personas que 
ostenten una condena por primera vez. El gozar no privativa ni impide la posibilidad de 
acogerse a este.  
 
El indulto presupone que exista una sentencia condenatoria firme, pero no elimina la 
ilicitud al hecho delictivo porque al otorgarse esta gracia subsisten las condenas civiles. Los 
fines de la concesión del indulto van desde concebir que el estado podrá compensar la severidad 
del castigo con un acto de equidad, hasta entender que en algún momento de la historia fue el 
único medio constitucional proclamado para que un condenado a cadena perpetua tuviera la 
posibilidad de recuperar su libertad.  
 
Existe tipo de solicitudes que avalúa la comisión permanente de calificación de indultos. 
Su regulación legal se encuentra prevista en el Decreto Ley N° 25993 y en su reglamento 
aprobado mediante Decreto Supremo N° 07-95-JUS.  
 
Nuestra Ley Fundamental, confiere al presidente de la Republica la potestad de: 
“conceder indultos y conmutar penas. Ejercer el derecho de gracia en beneficio de los 
procesados en los casos en que etapa de instrucción haya excedido el doble de su plazo más su 
ampliatoria”, entendido con el nuevo modelo acusatorio contradictorio implementado en nuestra 
ciudad en el año 2009, en el presente caso se podría aplicar el beneficio siempre y cuando haya 
excedido el plazo de investigación preparatoria más prorroga ascendiendo a 180 días naturales.  
 
En cuanto a la aplicación del indulto, cabe decir que no necesariamente este va recaer 
cuando haya una sentencia firme, sino que puede ser incoada en el proceso de investigación del 
delito (cuando haya exceso del plazo según lo establecido por la institución persecutora del 
delito), y cuando el denunciado y/o imputado haya reconocido la comisión de un delito, siempre 
y cuando este haya cometido por primera vez un ilícito penal a perdonarse. Cabe decir, que, el 
indulto es el perdón de la pena, más no de la acción penal, por lo que aun quedaría la 
responsabilidad civil generada a partir de un hecho punible por el infracto penal 
 Cosa Juzgada 
Cuando a resultas de un procedimiento penal se tiene una resolución firme o ejecutoriada, 
condenatorio o absolutoria, ella produce el efecto de cosa juzgada, por lo que de dicha sentencia 
se hace imposible abrir nuevo proceso por el mismo delito al mismo autor.  
 
Pues esta garantía se consagra en el inc. 13 del art. 139 de la Constitución, que señala “la 
prohibición de revivir procesos fenecidos con resolución ejecutoriada”. Asimismo, el inc. 2 del 
art. 78 del CP “la acción penal se extingue por autoridad de cosa juzgada . (Villa, 2014).  
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Por lo tanto, la institución de la cosa juzgada, produce y garantiza la seguridad jurídica 
que se asegure que no se puede juzgar dos veces, al mismo agente, por la misma comisión de 
delito. Al mencionar acerca de la cosa juzgada, se debe decir que nadie puede ser perseguido 
por segunda vez en razón de un hecho punible sobre el cual se falló definitivamente. Estamos 
ante el non bis in ídem, que significa no dos veces sobre lo mismo.  
 
2.4.3 Prescripción de la  Acción Penal 
 
2.4.3.1 Consideraciones Generales 
La potestad punitiva del Estado consiste en la posibilidad de imponer penas o medidas de 
seguridad a todos aquellos que con su conducta  han creado una lesión o, en todo caso, puesta 
en peligro de bienes merecedores y necesitados de una protección jurídica reforzada. (Villegas, 
2010). Se debe analizar si es que la conducta incriminada a la esfera de organización del 
imputado se ajusta plenamente a los alcances normativos del tipo penal, tanto en los elementos 
obejtivo como subejtivos, y luego si es que no concurre la causa de justificación, y finalmente si 
puede considerársele responsable de tal conducta al sujeto que le causo. (Villegas, 2012). 
Entonces, a la realización de una conducta delictiva, debe seguir consecuencias lógicas su 
sanción penal. (Zaffaroni, 1988) En tal perspectiva las instancias del sistema de justicia deben 
proceder a instaurar la persecución penal (Ministerio Público) y. n su momento, deben aplicar 
lapena o medida de seguridad que corresponda (Poder Judicial). 
La prescripción constituye un mecanismo que condiciona el ejercicio del ius puniendi 
sometiéndolo a determinados límites materiales. El poder sancionador no puede ser ejercido de 
manera absoluta, incondicional e ilimitada, pues toda forma de poder, incluido el penal, en un 
Estado Derecho, está sujeta a límites, presupuestos y condicionamientos. Uno de estos límites 
derivados de la esencia misma del Estado Constitucional de Derecho lo representa el instituto de 
la prescripción; por el cual el Estado prescinde de la aplicación de la pena, o de la persecución 
penal, cuando una vez transcurrido un lapso de tiempo no se llega a una condena mediante 
sentencia firme. (Pariona, 2010) 
La selectividad de determinadas conductas, como Jurídico-penalmente relevantes, 
obedece a un presupuesto material, nos referimos a la lesividad social, la lesión o puesta en 
peligro de bienes jurídicos, como el fundamento material, que legitima la intervención del 
derecho penal en la esfera de libertad de los ciudadanos; sin embargo, es de verse también, que 
la lesividad social o el principio de lesividad, reposa sobre el principio de fragmentariedad, en 
tal merced solo deben ingresar al ámbito de punición, aquellos comportamientos que 
manifiestan ámbitos intolerables de convivencia social.  
 
Ante toda acción se genera una reacción, y, en este sentido, ni bien se toma conocimiento 
de la notitia criminis el Estado activa su potestad persecutoria y enfila su poder penal sobre 
aquellos que infringieron la norma jurídico penal; dicha reacción debe ser inmediata, puesto que 
los intereses en conflicto que se genera a instancia de la comisión del hecho punible, demanda 
una impropia respuesta de acuerdo a los valores de justicia y utilidad.  
 
No obstante lo afirmado, resulta lógico que en el estado de derecho se ponga límites a las 
potestades persecutorias y sancionadoras del poder penal estatal, de forma específica, el 
transcurso inevitable del tiempo genera consecuencias jurídicas importantes en el marco de la 
acción penal en cuanto a la validez y legitimidad.  
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Para (Peña, 2011), indica que el paso irremediable del tiempo diluye inoperablemente la 
alarma social producida por el delito, las necesidades conminatorias no son ya tan fuertes, así 
como determinadas dificultades probatorias, aconsejan cesar la pretensión persecutoria, en 
concreto, la realización del derecho penal en la persona del culpable.  
 
Dicho de lo anterior, convenimos que el transcurso del tiempo conlleva una serie de 
cambios en las relaciones jurídicas entre ciudadanos y Estado por eso la prescripción sirve sobre 
todo a la seguridad jurídica, estableciendo una serie de limitaciones políticas al poder punitivo 
del Estado.  
La prescripción en derecho penal consiste en la extinción de la responsabilidad penal por 
el transcurso del tiempo; este es un factor determinante para fijar o no la sanción penal o el 
cumplimiento de la pena. Para ello, el legislador ha fijado determinados plazos en la ley a fin de 
adecuar la prescripción a la naturaleza de cada figura delictiva en particular. (Peña, 2011) 
Para (Roy, 1979), al apuntar que la vida humana es única e irrepetible y está sujeta a una 
limitación temporal, por haber determinado la naturaleza de su extinción ineludible, ya sea por 
degeneración orgánica, espontanea o microbiológica, o también por potencia de factores físicos 
o mecánicos que son extraños a la voluntad, entonces deviene absurda cualquier pretensión de la 
ley de mantener perpetuamente la posibilidad de ejecutar un castigo cuando su efectividad se ve 
frustrada por cualquier circunstancia. 
La prescripción en el Derecho Penal es un autolimitación al ius puniendi del Estado, con 
base en razones político criminales. (Manzini, 1950).  
 
La prescripción, consiste en la extinción de la posibilidad de evaluar responsabilidad 
penal o de ejecutar una sanción penal debido al transcurso de un cierto lapso de tiempo. (Peña 
R. , 1999) Prefijado por la ley, de ese modo implica la pérdida de la pretensión punitiva (acción 
penal) o ejecutoria (de la pena) del Estado por el transcurso del tiempo con o sin ejercicio. La 
prescripción hace desaparecer el derecho del Estado a ejercer el ius persequendi in juditio o el 
jus punitionis, susbsistiendo el delito en todos sus requisitos. (Maier, 2002). 
 
La prescripción de la acción penal, también conocida como prescripción de la 
persecución penal, está referida a la prohibición de iniciar o continuar con la tramitación de un 
proceso penal. En tal sentido poner término a la facultad represiva del Estado antes de que 
medie sentencia condenatoria. 
 
Como señala Martinez, la prescripción es un derecho, una autolimitación del poder de 
sancionar y a su vez  una  garantía que debe respetarse y por ende una causa de extinción de la 
responsabilidad criminal. La prescripción de la acción importa la cancelación del derecho que 
tiene el Estado para ejercer su potestad represiva. Dicha potestad se ejerce a través de 
procedimientos regulados dentro de un proceso estructurado de forma tal de hacer efectivas las 
garantías constitucionales del debido proceso y de la protección judicial efectiva las garantías 
constitucionales del debido proceso y de la protección judicial efectiva. En definitiva, si el 
derecho a la persecución penal no ejerce en un tiempo determinado por la ley, la inacción o 
demora trae como consecuencia su extinción. (Martinez, 2011) 
 
2.4.3.2 Definición 
La prescripción de la acción penal, también conocida como prescripción de la 
persecución pena, está referida a la prohibición de iniciar o continuar con la tramitación de un 
proceso penal. En tal sentido pone término a la facultad represiva del Estado antes de que medie 
sentencia condenatoria. (Cardenas y Villegas, 2013). 
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Para (Roy, 1998) “esta prescripción pone fin a la potestad represiva antes de la misma se 
haya manifestado concretamente en una sentencia condenatoria firme, lo que ocurre ya sea 
porque el poder penal del Estado nunca dio lugar a la formación de causa (cualquiera que fuera 
el motivo), o porque iniciada  ya la persecución, se omitió proseguirla con la continuidad debida 
y dentro de un plazo legal que vence sin que se haya expedido sentencia irrecurrible. 
 
La prescripción no solo constituyen impedimento para que se emita una sentencia 
condenatoria, sino también constituye un obstáculo a la investigación que lleve a cabo el 
Ministerio Público y que paraliza inmediatamente el proceso penal cuando ya se ha iniciado en 
sede judicial. De modo que si la prescripción concurre antes o durante la investigación 
preliminar 
La noción de prescripción de la acción penal publica, se traduce en el vencimiento de 
cierto plazo tras la comisión de la infracción constituye un obstáculo para el ejercicio de la 
acción y para la etapa de juicio oral. (Villa Stein, 2008). 
La prescripción, se trata de una institución de naturaleza procesal, cuyo núcleo 
justificador lo da el transcurso del tiempo que convierte la persecución penal en innecesaria por 
ser extemporánea, es decir, perseguida ya pasado o fuera de tiempo. (Maurach, 1962) 
Se dice que (Porto, 1956), ocurre esta extinción porque el estado, como titular exclusivo 
de la potestad punitiva, puede renunciar a ella en forma total o parcial, y absoluta o 
condicionada, y así lo hace en efecto, en los casos y con las condiciones que el mismo 
preestablece mediante leyes con las que auto limita el ejercicio de su soberanía.  
Es de precisar que en la actualidad, el fundamento de la prescripción es político criminal, 
pues se hace innecesario el castigo habida cuenta del tiempo transcurrido y demás este mismo 
transcurso dificulta la actividad probatoria; y por último se añade un criterio de seguridad 
jurídica. (Villa Stein, 2008) 
Por otro lado, (Welzel, 1993), tiene una tendencia acerca de la prescripción, indicando 
que, tendría una doble índole: de una parte es causal jurídico material de la pena y de otro es un 
obstáculo procesal para su persecución.  
 
2.4.3.3 Naturaleza Jurídica 
La  naturaleza jurídica de la prescripción es uno de los temas que la dogmática penal ha 
discutido desde hace mucho. (Jescheck, 1993). Por un lado, se señala que las normas referidas a 
la prescripción son de naturaleza sustantiva; así, la prescripción estriba en la esencia y finalidad 
de la pena. Por otro lado se sostiene que se trata de normas de naturaleza procesal, pues van 
dirigidas a suspender o evitar el proceso por el transcurso del tiempo. Otra Postura afirma la 
naturaleza mixta de la prescripción, según la cual tiene un doble carácter: es tanto causal de 
extinción jurídico-material de la pena, como obstáculo procesal para su persecución. 
El Tribunal de Contrataciones del Estado señala que: la prescripción es una institución 
jurídica en virtud de la cual el transcurso del tiempo genera ciertos efectos respecto de los 
derechos o facultades de las personas o en cuanto el ejercicio de ciertas facultades de parte de la 
administración pública, como el ejercicio de su facultad punitiva que tiene efectos respecto de 
los particulares (TCE, 2014). Siendo tres las posturas, respecto a la naturaleza de la 
prescripción: 
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 Naturaleza Sustantiva 
 
Según esta teoría la prescripción forma parte del Derecho sustantivo o material, y ello 
supone la extinción de la punibilidad, aunque sea una institución que,  la vez, proyecte sus 
efectos en el proceso penal. (Martinez, 2011). 
 
Los defensores de esta teoría, consideran que el paso del tiempo se halla vinculado a la 
falta de necesidad de pena, relacionado a los fines preventivos de la misma. 
 
En estas líneas encontramos el planteamiento de Benavente Chorres, cuando sostiene que 
la prescripción “tiene naturaleza material, al hacer desaparecer sustantivamente los efectos 
penales del delito y por ello impide la imposición de la pena. En tal sentido, al disponerse que la 
pena no es aplicable al transcurrir de una determinado periodo de tiempo se está evidenciado un 
mensaje de confianza al ciudadano, en el sentido de que el derecho garantiza la persecución 
penal estatal solo dentro de unos límites temporales, después de los cuales la amenaza de tal 
persecución para el eventual castigo pierde todo efecto intimidante, por razones del 
incumplimiento de los deberes del ejercicio diligente de dicha función pública, imputable  las 
autoridades del Estado que tiene dicha obligación”. (Benavente, 2012) 
De acuerdo con esta idea, se halla Panta Cueva, para quien la prescripción de la acción 
penal tiene naturaleza material. La prescripción, sostiene el citado autor, es un mecanismo 
limitador del ejercicio del ius puniendi del Estado, pues el tiempo que transcurre a partir de la 
comisión del delito genera el incremento de la falta de necesidad de la pena, lo cual fundamenta  
como un instrumento material que extingue la responsabilidad de la pena. Además, la extinción 
de la acción penal y todos los efectos procesales que ello implica tienen una fuente material: la 
extinción de responsabilidad penal generada por la prescripción. Esta es pues un mecanismo 
material que sirve para defender el respeto del derecho del ciudadano a la seguridad jurídica y a 
ser juzgado en un plazo razonable en irrestricto respeto  del debido proceso en su expresión. 
(Panta, 2010). 
Según Martínez, esta teoría la prescripción forma parte del Derecho sustantivo o material, 
y ello supone la extinción de la punibilidad, aunque sea una institución que, a la vez, proyecte 
sus efectos en el proceso penal. Quienes sostienen la teoría sustantiva no consideran que la 
prescripción consista en hacer desaparecer el delito, ni siquiera que afecte a la culpabilidad del 
presunto infractor, sino simplemente que se imposibilita la imposición de una pena a quien ya 
no es, por el transcurso del tiempo, responsable penal de la acción delictiva. Desde esta 
concepción material de la acción, sin embargo, no se niega la importante proyección de esta 
institución sobre el proceso penal, pero se considera que es la consecuencia lógica de la previa 
renuncia del Estado al ejercicio de su derecho-deber punitivo. (Martinez, 2011) 
 Teoría Procesal 
Esta postura doctrinal considera que la prescripción es una institución de naturaleza 
estrictamente procesal, puesto que la imposibilidad de castigar un injusto penal se produce a 
consecuencia de un óbice  de procedibilidad. Desde este punto de vista, no es el delito lo que 
prescribe, sino la acción para perseguirlo. 
Los defensores de esta teoría sostienen que la prescripción no es sino un impedimento u 
obstáculo puesto para la iniciación o prosecución de un proceso penal (Jimenez, 1950), sin 
anular o reprimir el derecho de castigar, que permanece intocado como facultad propia del 
Estado, pero sin la posibilidad de actualizar en función del tiempo transcurrido. De acuerdo  con 
esto, es claro que impedido para el ejercicio de las acciones  represivas, aun cuando su derecho 
a sancionar permanece ileso. La cuestión está referida, desde su planteamiento de origen, más a 
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la acción persecutoria que a la ejecución de las sanciones legalmente impuestas. (Cardenas y 
Villegas, 2013). 
En la doctrina nacional se adhiere a esta postura Pariona Arana, quien afirma que la 
prescripción: Se trata de un instituto jurídico de carácter procesal, lo cual implica, a su vez, que 
la prescripción se constituye en un impedimento procesal para la persecución del delito. La 
consecuencia práctica y fundamental de la prescripción es que no se puede iniciar más un 
proceso penal contra el presunto autor  o, existiendo uno, este debe archivarse definitivamente 
por imperio absoluto de la ley. El carácter procesal de la prescripción en nuestro ordenamiento 
jurídico se evidencia aún más cuando, según nuestro ordenamiento adjetivo, esta se constituye 
en un impedimento para seguir procesando al presunto responsable del delito. La norma 
establece claramente que contra la acción penal puede deducirse la excepción de prescripción. 
Esta “podrá deducirse cuando el transcurso del tiempo, conforme a los plazos señalados por el 
Código Penal, se extingue la acción penal o la pena. En consecuencia, es claro que la 
prescripción no convierte el delito cometido en un hecho ilícito, sino que únicamente, este no 
puede ser perseguido más”. (Pariona, 2010). 
Martínez manifiesta que, esta postura doctrinal considera que la prescripción es una 
institución de naturaleza estrictamente procesal, puesto que la imposibilidad de castigar un 
injusto penal se produce a consecuencia de un óbice de procedibilidad. Desde este punto de 
vista, no es el delito lo que prescribe, sino la acción para perseguirlo. Ahora bien, estamos ante 
un óbice de procedibilidad que, por la peculiar configuración del proceso penal, se convierte de 
hecho en un óbice de punibilidad, pero esta circunstancia no debe impedir que se le reconozca la 
que es su verdadera identidad: la de excepción procesal penal. (Martinez, 2011) 
 Teoría Mixta 
A pesar de los argumentos anteriores, sin embargo, no queda aclarado suficientemente si 
el hecho de que la prescripción impida la prosecución del procedimiento penal es un efecto 
principal de la misma o se trata de la mera consecuencia lógica de la previa renuncia del Estado 
a ejercer su ius puniendi. 
También hemos de reconocer si reparamos en los efectos que produce dentro y fuera del 
proceso, que no se trata de una institución exclusivamente material. Más bien estamos ante una 
institución de naturaleza mixta. (Pariona, 2010). 
La judicatura nacional ha reconocido la naturaleza mixta de la prescripción, así la Sala de 
Apelaciones de Huaura en la resolución recaída en el Exp.N° 00592-2008-49-1302-JR-PE-01 
expone que: 
“(…) en la actualidad la doctrina mayoritaria defiende la vigencia de la prescripción, sí se 
discute si su naturaleza es penal o procesal, quienes afirman que es penal precisan que la 
prescripción se desarrolla sobre finalidades de la pena, los que señalan que es procesal señalan 
que la prescripción va dirigida a  suspender o impedir el proceso judicial por el transcurso del 
tiempo; sobre estas posiciones surge la mixta que concluye que la prescripción es en esencia 
sustantiva y procesal y es la que acoge nuestra legislación; por tanto la prescripción tiene 
naturaleza procesal y sustantiva”. 
La prescripción tiene, entonces, naturaleza mixta, pero solo en consideración a la 
prescripción de la acción penal, puesto que en la prescripción de la pena se ponen en 
movimientos criterios exclusivamente materiales, al existir ya de por medio acreditada la 
responsabilidad penal, apareciendo por ende una situación jurídica 
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El Derecho penal posee respecto a la prescripción naturaleza mixta. El hecho que en la 
prescripción se añadan criterios procesales no hace que este instituto sea un mero obstáculo 
procesal. La prescripción tiene naturaleza material y procesal. Por efectos de la prescripción, el 
estado a través del ius puniendi que caracteriza en cuanto a castigar conductas antijurídicas, este 
pierde la facultad de poder perseguir punitivamente un hecho punible; asimismo, el paso 
inevitable del tiempo evita que se pueda accionar contra quienes recae una sospecha vehemente 
de culpabilidad. (Peña R. , 2013). 
2.4.3.4 Plazos de Prescripción 
El computo de los plazos de prescripción se encuentra establecido según la naturaleza del 
ilícito penal. En ese sentido, la prescripción varía, en cuanto a su duración, según la naturaleza 
del delito de que se trate y cuando más ingente sea la pena regulada en la ley, mayor será el 
plazo de la prescripción para el delito incriminado. 
Dichos plazos por lo general, y tal como ocurre en el caso peruano, están fijados 
expresamente en la ley penal, conforme a la naturaleza del delito y de la pena máxima 
incriminada abstractamente para este, así como a las figuras concursales delictivas que se 
pueden presentar, dependiendo de la gravedad de la pena y en función de estatus funcional del 
autor en especial considerando el bien jurídico objeto de tutela. De igual manera se fija topes a 
los plazos prescriptorios, simultáneamente limitados por determinadas excepciones. 
 Prescripción Ordinaria 
Los plazos de prescripción son ordinarios cuando se cumplen en la cantidad exacta de 
tiempo que señala, según el caso, el artículo 80 del Código Penal, términos que serán contados, 
si no hubo interrupción, comenzando por el día que se indica en el artículo 82 del Código Penal, 
para la tentativa y los delitos instantáneos, continuado y permanentes: (Cardenas y Villegas, 
2013) 
a) En los delitos sancionados con pena privativa de libertad temporal, se tendrá en 
cuenta la pena en abstracto estipulada para el delito en específico, es decir; el extremo máximo 
de la pena fijada por la ley para el delito en concreto, tomando en cuenta el máximo de 
exasperación de pena para el injusto cometido. Sin embargo, la ley ha impuesto un límite de 20 
años a este plazo máximo (excepción restrictiva) y lo ha duplicado en el caso de delitos 
cometidos por funcionario o servidores públicos contra el patrimonio del Estado (excepción 
ampliatoria). 
 
b) En los delitos sancionados con pena de cadena perpetua la acción penal se extingue a 
los treinta años. 
 
c) En el caso que el delito incriminado esté sancionado con una pena distinta a la de  
privación de la libertad, como son la pena de limitación de días libres, prestación de servicios 
a la comunidad inhabilitación, multa, la acción penal se extingue a los dos años, según la 
modificación efectuada por la Ley N° 28117 del 10 de Diciembre de 2003.Ahora bien, el plazo 
se computa desde que se produce el hecho delictivo. (Ragues, 2004) y no desde que se toma 
conocimiento de la noticia criminis, menos aún desde que se emite disposición de formalizar de 
la investigación preparatoria. (Caceres, R y Barrenechea, K, 2010). 
 
d) La prescripción en el concurso real de delitos, se produce un concurso real de delitos 
cuando un mismo autor con una pluralidad de acciones independientes entre sí, realiza, a su vez, 
varios delitos autónomos. A diferencia del concurso ideal ( que presenta unidad de acción), el 
concurso real se caracteriza por presentar pluralidad de acciones y por ello constituye la 
contrapartida del concurso ideal. 
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Existen dos formas de concurso real de delitos: el homogéneo y el heterogéneo. El 
concurso real es homogéneo si la pluralidad de delitos cometidos corresponden a una misma 
especie: por ejemplo, cuando en diversas ocasiones y de modo independiente se cometieron 
varios robos. El concurso real es heterogéneo cuando los delitos realizados por el mismo autor 
constituyen infracciones de distintas especies, es decir, si en distintas oportunidades se 
cometieron hurto, lesiones y una falsificación de documentos. Los presupuestos y requisitos 
legales del concurso real de delitos son los siguientes: 
- Pluralidad de acciones 
- Pluralidad de delitos independientes 
- Unidad de autor 
El agente en el concurso real de delitos debe ser objeto de enjuiciamiento en un mismo 
proceso penal- enjuiciamiento conjunto-, lo que por consiguiente, da lugar a una imputación 
acumulada al agente de todos los delitos perpetrados en un determinado espacio de tiempo 
(Cavero, 2008). La comisión de varios delitos en concurso real crea los presupuestos de su 
enjuiciamiento simultáneo en función  la conexidad material existente entre ellos. 
El artículo 50 del CP en su texto original, establecía que cuando concurrieran varios 
hechos punibles deberían considerarse varios hechos punibles que debían considerarse como 
otros tanto delitos independientes, se impondría la pena del delito más grave, debiendo el juez 
tener en cuenta otros, de conformidad con el artículo 48. Es decir, para el concurso real se aplica 
anteriormente el principio de absorción, donde la pena del delito más grave absorbía las penas 
de los delitos más leves, así como el principio de asperación. No obstante a ello, a partir de la 
Ley N° 2873, publicada el 13 de mayo 2006, el sistema de valoración de las penas de los delitos 
se suman. Así actualmente cuando se presente un concurso real de delitos se sumarán las penas 
privativas de libertad que fije el juez para cada uno de ellos hasta un máximo del doble de la 
pena del delito más grave, no pudiendo exceder de 35 años. Si alguno de estos delitos se 
encuentra reprimido con cadena perpetua se aplicará únicamente esta. 
En el caso del concurso real de delitos, las acciones prescriben separadamente en el plazo 
señalado para cada uno. No se tomará en cuenta la sumatoria de las penas, esto solo es viable 
para la aplicación de la pena concreta a dictar por el juez. 
e) La prescripción en el concurso real de delitos 
En el concurso ideal de delitos se constituye en una unidad de conducta que infringe 
varias disposiciones penales, conectadas por un mismo autor y resolución criminal. Puede 
también ser homogéneo y heterogéneo, de acuerdo al bien jurídico vulnerado. No podemos 
confundirlo con un concurso aparente de normas, que se dé cuando supuestamente una sola 
conducta criminal se subsume en varios tipos penales, cuando luego de una depuración 
interpretativa se llega a conclusiones que solo uno de ellos es aplicable a la conducta 
incriminada. El artículo 48 del CP resuelve el concurso ideal de delitos, aplicando el principio 
de absorción, esto es se aplicará la sanción penal más grave, con la particularidad de que en el 
caso peruano, esta pena es más   grave podrá incrementarse hasta una cuarta parte, pero sin que 
pueda exceder los 15 años. El art. 80 del Código Penal
3
 dispone que la acción penal prescriba 
cuando haya transcurrido un plazo igual al máximo correspondiente al delito más grave. 
                                                     
3
  Artículo 80. - Plazos de prescripción de la acción penal 
La acción penal prescribe en un tiempo igual al máximo de la pena fijada por la ley para el delito, si es 
privativa de libertad. 
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f) El inicio de los plazos prescriptorios 
Determinar la rigurosidad el inicio de los plazos prescriptorios es una función dogmática 
de suma relevancia, valoración que deberá realizarse conforme a una calificación sistemática 
tomando como criterio de comprensión: la naturaleza del delito. Ciertamente, el legislador del 
CP considero coherente político-criminalmente, que el inicio de lo plazos se computara a partir 
de la naturaleza del delito, con base en la clasificación sistemática tomando como criterio de 
comprensión: la naturaleza del delito. Ciertamente, el legislador del CP, considero coherente 
político-criminalmente, que el inicio de los plazos se computara a partir de la naturaleza del 
delito, con base en la clasificación que adopto el artículo 82 del CP
4
. Estas reglas deberían 
aplicarse  los casos concretos, cuya primera tarea será definir la naturaleza del ilícito penal 
imputado, sea este instantáneo, continuado o permanente, o de ser el caso, los grados de 
imperfecta ejecución (tentativa); asimismo, nuestro corpus normativo acoge en u caso los 
denominados delitos de mera actividad cuya consumación se deriva de la mera realización de 
una conducta que sobrepasa el riesgo permitido y que tiene suficiente aptitud lesiva para 
producir un resultado que lesione efectivamente el bien jurídico penalmente tutelado. 
Entonces, a efectos de delimitar determinados aspectos, se analizaran una por una las fórmulas 
establecidas en el artículo 82 del CP, que se pronuncia de la siguiente manera: “ los plazos de 
prescripción de la acción penal comienzan: 
 En la tentativa: según el desarrollo del iter criminis, el plan criminal de un autor se 
valora según diversas etapas que comprende una fase interna y otra externa, es decir, el 
plan criminal es primigeniamente ideado en la mente criminal de su autor, que para 
efectos de relevancia jurídico -penal únicamente adquiere significado, cuando estas ideas 
son manifestadas en el mundo exterior a través de una serie de actos que normativamente 
significan la puesta en peligro de un bien jurídico protegido. Habiendo estructurado el 
injusto personal en el disvalor de una acción que manifiesta una conducta contraria al 
derecho positivo, y que se encamina objetivamente a vulnerar un objeto tutela. Tal como 
lo establece el artículo 16 del CP: “ con la tentativa el agente da inicio a la ejecución del 
delito que decidió cometer, sin consumarlo”. En efecto, con la tentativa el autor ya 
detenta una esfera cognoscible representativa del riesgo no permitido que está generando, 
en el cual se aprecia un dolo con la misma intensidad que se observa en la fase 
consumatoria. La tentativa es en concreto el inicio de un curso causal que se realiza en la 
consumación del hecho que se condice con la representación fáctica del autor, situación 
importante a efectos de delimitar los actos preparatorios, el autor no conoce  aún- según 
su representación fáctica, las condiciones necesarias para la realización típica, aun no 
                                                                                                                                                           
En caso de concurso real de delitos, las acciones prescriben separadamente en el plazo señalado para cada 
uno. 
En caso de concurso ideal de delitos, las acciones prescriben cuando haya transcurrido un plazo igual al 
máximo correspondiente al delito más grave. 
4
 Artículo 82.- Los plazos de prescripción de la acción penal comienzan: 
     1. En la tentativa, desde el día en que cesó la actividad delictuosa; 
     2. En el delito instantáneo, a partir del día en que se consumó; 
     3. En el delito continuado, desde el día en que terminó la actividad delictuosa; y 
     4. En el delito permanente, a partir del día en que cesó la permanencia. 
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genera un riesgo no permitido que puede desencadenar en un curso lesivo, a pesar de no 
contar con un plan criminal antelado que prevé una consumación, pues estos datos 
subjetivos para poder ser valorados de relevancia penal, deben asumir una realidad 
objetiva. 
La tentativa no se admite en los delitos de peligro o de mera actividad, tampoco en lo 
delitos culposos, en los preterintencionales y los delitos de omisión propia, por 
consiguiente en la tentativa, los plazos comienzan a contarse  desde el día en que  ceso la 
actividad delictuosa. 
 En los delitos instantáneos: El plazo de prescripción de la acción penal  en los delitos 
instantáneos empieza a computarse a partir del día  en que se consumó. La consumación 
se produce en el momento en que se produce el resultado o situación que describe el tipo 
penal, sin que se determine la creación de una circunstancia antijurídica de efectos 
duraderos. Es decir, se consuma inmediatamente, sin necesidad de que medie una 
separación espacio-temporal entre la acción u omisión y el resultado. 
 
 En los delitos continuado: un delito será reputado como continuado cuando ante una 
multitud de hechos a los que por mandato de la ley le corresponde una unidad de acción 
y, por ende, el tratamiento de un único delito. Para ese tratamiento unitario la le exige la 
concurrencia de los elementos indispensables: la existencia de una   “misma resolución 
crimina” conglobante de todas las conductas y la “uniformidad” en el ataque de la misma 
ley penal o  una de igual o semejante naturaleza. (Rosas, 2007) 
 
.El inicio  de los plazos prescriptorios se inician a partir del momento en que termina la 
actividad delictuosa, en concreto, con él ultimo ingreso al tráfico jurídico, siempre y 
cuando se cumpla  con la condición objetiva de punibilidad exigida por el tipo penal, es 
decir, que de su uso se pueda causar un perjuicio a un tercero, un perjuicio que puede ser 
de cualquier índole, no únicamente de naturaleza económica. En estos casos el plazo de 
prescripción se inicia “ desde el día en que termino la actividad delictiva (art. 82,inc. 3 del 
CP). 
 
 En el delito  permanente: se califica como permanente a aquel delito cuyo estadio 
antijurídico se prolonga en el tiempo, manifestándose los efectos de esta antijuricidad por 
un tiempo determinado, donde la aptitud  vulneratoria de la norma se conforma con una 
unidad d acción. Entonces, existe una situación ilícita  que se mantiene en el tiempo y que 
afecta al titular del bien jurídico mientras se mantenga dicho estadio antijurídico. La 
consumación  se produce desde el inicio de la creación de la situación antijurídica, sin 
embargo es esta última la que se prolonga en el tiempo por obra del agente. 
 
Los delitos permanentes son aquellos  hechos en los que el delito no está concluido con la 
realización del tipo, sino que se mantiene por la voluntad delictiva del autor, tanto tiempo 
como subsiste el estadio jurídico creado por el mismo. Luego, el carácter permanente 
tiene una gran  trascendencia para la teoría del injusto, ya que no se ha determinado al 
comportamiento injusto. De acuerdo al artículo 82 del CP, en los delitos permanentes el 
plazo de prescripción no empezara con la competa realización del tipo (consumación), 
sino recién desde el momento en cese de la permanencia. 
 
 Prescripción Extraordinaria 
La acción penal prescribe bajo las reglas establecidas para la prescripción ordinaria 
(artículo 80), sin embargo, las interrupciones que sufre accidentalmente el Proceso Penal, 
provocaría que los plazos prescriptorios, se conviertan en un techo inaccesible, para quien 
pretende la extinción de la acción penal (Peña R. , 2013).  
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Los plazos ordinarios, son aquellos que se cumplen de acuerdo a las reglas normales 
establecidas en el artículo 80 del Código Penal, cuyo computo no está afecto a interrupciones de 
acuerdo a los plazos previstos en el artículo 82, es decir, si es que, fruto de la notitia criminis, es 
ya o no objeto de una investigación preliminar por parte del representante del Ministerio 
Público o de las autoridades judiciales competentes 
En ese sentido, el legislador, considero conveniente establecer límites legales o topes de 
la prescripción ordinaria, suponiendo un acortamiento, a plazos interminables que confieran una 
vigencia indefinida de la pretensión persecutoria del Ministerio Público.  
Esta clase de prescripción opera después de comenzado el proceso, constituyéndose en un 
límite legal a las frustraciones de la prescripción causada por las sucesivas interrupciones.  
El ultimo parrado del art. 83, que a tenor dice: “sin embargo, la acción penal prescribe, en 
todo caso, cuando el tiempo transcurrido sobrepasa en una mitad al plazo ordinario de la 
prescripción”; es decir el plazo ordinario se le suma una mitad. 
Respecto al plazo extraordinario de la prescripción, la acción penal prescribe cuando el 
tiempo transcurrido sobrepasa en una mitad el plazo ordinario de prescripción. 
En relación a  esto las Salas Penales de la Corte Suprema han establecido como doctrina 
legal que: 
“Cuando se trate de delitos cuya pena conminada privativa de la libertad tiene un máximo 
legal superior a 20 años, el plazo ordinario de prescripción de la acción penal será de 20 años, y 
el plazo extraordinario de prescripción será de 30 años. Y cuando la pena que reprime el delito 
sea la cadena perpetua, el plazo ordinario de prescripción de la acción penal será de 30 años 
mientras que el plazo extraordinario de prescripción será de cuarenta y cinco años” (Acuerdo 
Plenario N°9-2017/CJ-116). 
2.4.3.5 Tipos de Prescripción 
 
 Interrupción  
Nuestro Código Penal en su artículo 83 establece que: “La prescripción de la acción penal 
se interrumpe por las actuaciones del Ministerio Público o de las autoridades judiciales, 
quedando sin efecto el tiempo transcurrido. Después de la interrupción comienza a correr un 
nuevo plazo de la prescripción, a partir del día siguiente de la última diligencia. Se interrumpe 
igualmente la prescripción de la acción penal prescribe, en todo caso, cuando el tiempo 
transcurrido sobrepasa en una mitad al plazo ordinario de prescripción”. 
Del texto del artículo precitado  se tiene que la interrupción  de la prescripción consiste en 
el fraccionamiento que sufre el plazo de prescripción ordinaria, teniendo como consecuencia 
principal la de prolongar el tiempo para la producción de su efecto extintivo al disponer la ley 
que comience a correr un nuevo plazo, siendo su consecuencia colateral la cancelación o 
caducidad del tiempo que ya hubiese discurrido hasta el momento de iniciarse la interrupción, 
salvo cuando ese lapso sea referido para hacer el computo de la prescripción extraordinaria. 
(Roy, 1998). 
Iniciado las primeras diligencias de conformidad al principio de legalidad por parte del 
Ministerio Publico, los cuales producen determinados efectos jurídicos; es de verse que el 
computo de los plazos prescriptorios pueden interrumpirse a instancia de determinadas 
actuaciones investigativas, acusativas y judiciales. 
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La consecuencia de la interrupción, el tiempo que transcurre durante el tiempo de 
realización de determinadas actuaciones oficiales por parte de las agencias estatales 
competentes, este queda sin efecto, determinándose al término de la última diligencia, el inicio 
de un nuevo plazo prescriptorio. En consecuencia, se deja sin efecto el plazo que transcurre en 
el término de la interrupción, comenzando un nuevo plazo a instancias de la última diligencia, 
sumándose a aquella operada antes de producidos los efectos de la interrupción, salvo cuando 
ese lapso sea referido para hacer el computo de la prescripción extraordinaria (Peña R. , 2013). 
En otras palabras los efectos de la interrupción implican el borrar o cancelar el tiempo ya 
transcurrido, de modo que, después de la aparición de la causa interruptora empieza a correr un 
nuevo término. Las causas con efecto interruptor deben ser establecidas en la ley, la voluntad de 
las partes es inoperable para crearlas. 
Asimismo queda claro, de acuerdo al texto legal en referencia, que las causales por las 
que se interrumpe la prescripción de la acción penal son: 
- Actuaciones del Ministerio Público 
- Actuaciones de las autoridades judiciales 
- Comisiones de un nuevo delito doloso 
 
 Suspensión 
El artículo 84 del Código Penal establece que: “Si el comienzo o la continuación del 
proceso penal depende de cualquier cuestión que debe resolverse en otro procedimiento, se 
considera en suspenso la prescripción hasta que aquel quede concluido. 
Se entiende entonces, por suspensión de la acción penal, aquel detenimiento que 
experimenta la iniciación o continuación del transcurso del plazo legal para perseguir el delito 
debido a que cualquier cuestión que debe resolverse en otro procedimiento. El tiempo 
transcurrido con anterioridad a la presentación del impedimento no pierde su eficacia 
cancelatoria parcial, ya que solamente queda en reserva para sumarse al tiempo prescriptivo que 
transcurra luego de la desaparición del obstáculo puesto por la misma ley. (Cardenas y Villegas, 
2013) 
2.4.3.6 Renuncia a la prescripción de la acción penal 
Una innovación importante del Código Penal de 1991 fue que reconoció el derecho que 
tiene todo imputado de renunciar a la prescripción de la acción penal (art. 91° CP).
5
 Cualquier 
persona investigada podía oponerse a la prescripción ganada a su favor y solicitar que el proceso 
penal siga su curso. En la Exposición de Motivos del referido código se señaló que esta 
disposición buscó “evitar que el juzgador recurra al fácil expediente de computar el transcurso 
del tiempo para resolver un caso en el que existan, a criterio del imputado, suficientes elementos 
de juicio para motivar una sentencia absolutoria”.  
En tanto que la resolución judicial que declara prescrita la acción penal no constituye una 
absolución de quien se encuentre sometido al proceso, resultaba perjudicial que se negara la 
posibilidad de renunciar a la prescripción, como sucedió con el Código Penal de 1924, que 
negaba expresamente dicha posibilidad. Esta consideración fue adoptada en otros países. Por 
ejemplo, mediante Sentencia N° 275, de fecha 23 de mayo de 1990, la Corte Constitucional 
                                                     
5
   Artículo 91.- El imputado tiene derecho a renunciar a la prescripción de la acción penal. 
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Italiana declaró inconstitucional el extremo del artículo 157° del Código Penal que no permitía 
la posibilidad de que el imputado renunciara a la prescripción. (Italia, 1990) 
Que se haya reconocido la posibilidad de renunciar a la prescripción pone en evidencia 
como el modelo de Estado repercute en la regulación de las instituciones jurídicas. A diferencia 
del Código Penal de 1924, el de 1991 se redactó en el marco de un Estado Social y Democrático 
de Derecho. En este ámbito, el poder judicial, en tanto poder público, se pone al servicio de la 
garantía de los derechos fundamentales de los ciudadanos (Ferrajoli, 2005). Esto explica que se 
haya reconocido el derecho de renunciar a la prescripción, el cual se fundamenta en el derecho 
constitucional a la presunción de inocencia (Hurtado, J y Prado, V, 2011) .  
Un caso de renuncia a la prescripción es el de los militares que se opusieron al autogolpe 
de abril de 1992. Estos últimos fueron procesados por el Tribunal Militar por los delitos de 
rebelión e intento de homicidio contra Alberto Fujimori; sin embargo, en octubre del año 2010 
se declaró extinguida la acción penal por haber operado la prescripción. En julio de 2017, los 
oficiales invocaron su derecho de renunciar a la prescripción. Señalaron que su conducta estuvo 
amparada en la Constitución de 1979, la cual establecía en su artículo 82° que nadie le debía 
obediencia a un gobierno usurpador. En consecuencia, exigían un pronunciamiento absolutorio. 
(Cruz, 2017) 
El sujeto puede renunciar a la prescripción de la acción penal, ello por un lado nos 
demuestra que la prescripción no extingue en sí la responsabilidad y menos desaparece el delito,  
pues si así fuero el sujeto no podría renunciar  la prescripción, y el Estado no podría iniciar-en el 
caso el sujeto renuncie a la prescripción- las investigaciones y posteriormente instaurar un 
proceso penal por un delito que no existe y de llegado el caso sancionar a alguien cuya 
responsabilidad penal se ha extinguido. Sin embargo, como se sabe, la renuncia de la 
prescripción si posibilita o legitima para que el juzgador pueda pronunciarse sobre el fondo de 
la controversia. Por lo tanto la prescripción solo extingue eventualmente esa posibilidad de 
investigar, pero esta puede renunciar a la prescripción del sujeto. (Cardenas y Villegas, 2013) 
2.4.3.7 Prescripción para los delitos de corrupción de funcionarios y la duplicidad 
del plazo 
Mediante Ley N° 26314, del 28 de mayo de 1994, se modificó el artículo 80 del Código 
Penal  y se estableció la duplicidad del plazo de prescripción en casos de delitos cometidos en 
agravio del Estado. Dicha disposición no se estableció en la redacción original del Código Penal 
de 1991, pues se incluyó recién en el artículo 41° de la Constitución de 1993. El último párrafo 
del referido artículo establecía que el plazo de prescripción se duplicaba en casos de delitos 
cometidos contra el patrimonio del Estado. De manera posterior se modificó el Código Penal 
con la finalidad de adecuarlo al texto Constitucional.  
La mencionada regla era positiva pero limitada. Si bien otorgaba un mayor plazo al 
Estado para investigar y sancionar hechos que hubiesen afectado su patrimonio, no se aplicaba a 
cualquier delito que afectaba al Estado, como sí se estableció en el Código Penal de 1924. 
Respecto a que debe entenderse por “delitos contra el patrimonio del Estado”, existen tres 
interpretaciones: una restrictiva, según la cual, son los delitos que tienen como específico bien 
jurídico protegido el patrimonio del Estado; una extensiva, que sostiene que son los delitos que 
afecten directa o indirectamente al patrimonio del Estado; y, una intermedia, según la cual, son 
los delitos que atacan directamente el patrimonio del Estado. (Montoya, 2012). 
Al respecto, en el Acuerdo Plenario N° 1-2010/CJ-116 del 16 de noviembre de 2010, la 
Corte Suprema interpretó que la duplicidad del plazo de prescripción establecida en el último 
párrafo del artículo 80° del Código Penal, operaba únicamente ante una lesión efectiva del 
patrimonio del Estado, realizada por un funcionario o servidor público.En la práctica, los 
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tribunales han reconocido que la mencionada regla se aplica para algunos delitos, como 
peculado, malversación de fondos, concusión y tráfico de influencias . Pero se ha negado su 
aplicación delitos como el patrocinio ilegal, la negociación incompatible, entre otros tipos 
penales.  
Posteriormente, mediante Ley N° 30077, Ley contra el Crimen Organizado, de fecha 20 
de agosto de 2013, se volvió a modificar el referido extremo del artículo 80° del Código Penal. 
Se estableció un nuevo supuesto para el cual operaba la duplicidad del plazo de prescripción: 
cuando el delito fuese cometido en calidad de integrante de una organización criminal. La 
referida disposición se adoptó con la finalidad de fortalecer la lucha contra el crimen 
organizado, debido a la especial complejidad y dificultad que implica investigar y procesar 
delitos cometidos mediante dicha modalidad. 
 La última modificación relacionada con los plazos de prescripción se dio mediante la 
Ley N° 30650, del 20 de agosto de 2017, que incorporó al artículo 41° de la Constitución el 
siguiente párrafo: “El plazo de prescripción de la acción penal se duplica en caso de delitos 
cometidos contra la Administración Pública o el patrimonio del Estado, tanto para los 
funcionarios o servidores públicos como para los particulares. La acción penal es 
imprescriptible en los supuestos más graves, conforme al principio de legalidad”. La referida ley 
de modificatoria, que es materia de análisis, en este trabajo de investigación. 
2.4.3.8 Regulación de la Prescripción de la acción penal en los Códigos Penales 
Peruanos. 
 
 La Prescripción en el Código Penal Peruano de 1863 
La prescripción se reguló desde el primer Código Penal peruano. Este último fue 
aprobado por el Congreso en el año 1862 y entró en vigor en marzo de 1863. (Polo, 1932). El 
artículo 95° del referido código establecía que, una vez cumplidos los plazos fijados por la 
norma, prescribía el derecho de acusar. De acuerdo con lo señalado en el Código de 
Enjuiciamientos en Materia Penal del año 1863, la acusación era una de las formas en que se 
podía interponer la acción criminal, la otra opción era mediante la presentación de una denuncia. 
(Viterbo, 1894) . 
El fundamento de la prescripción en el Código Penal de 1863 fue la falta de necesidad de 
pena que supuestamente evidenciaba el no haber ejercido la acción penal a tiempo. Como señala 
Viterbo Arias: Concíbase la prescripción del derecho de acusar cuando no se le ha ejercido 
durante cierto tiempo, como una consecuencia natural de la innecesidad del castigo. Si nadie se 
presenta a la justicia a pedir la pena ni las reparaciones; hay bastante razón para presumir que el 
orden de derecho no ha sufrido alteración apreciable, que los elementos sociales continúan 
trabajando en su forma ordinaria, sin que sea preciso que la autoridad intervenga para restituir el 
funcionamiento natural. Extinguida la necesidad, evidentemente el derecho ha caducado. 
(Viterbo, 1894).  Se partía de la premisa que, si dentro del plazo establecido por la norma, nadie 
acudía a la justicia para reclamar la afectación generada por un presunto hecho delictivo era 
porque el orden social se había restablecido con el simple paso del tiempo. En consecuencia, no 
era necesario reprimir el comportamiento. Este fundamento guarda una ligera similitud con lo 
que se planteaba en el antiguo Derecho Romano. Como se señaló al inicio de este capítulo, en la 
referida época la prescripción se concibió como una reacción del Estado frente a quien 
evidenciaba falta de interés de ejercer la acción correspondiente. 
De esta manera, se dotó a la prescripción de contenido estrictamente penal. Tomando en 
consideración que el fundamento de la referida institución era la falta de necesidad de pena, es 
comprensible la interpretación según la cual, una vez cumplido el plazo de prescripción, se 
extinguía no sólo el derecho de acusar, sino también la obligación de hacerlo. Ello debido a que, 
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si se consideraba que el paso del tiempo por sí sólo restablecía el orden social, no tenía sentido 
que se ejerciera la acción penal. 
Con respecto a los plazos de prescripción para los delitos regulados en el Código Penal 
bajo comentario, el artículo 95° establecía lo siguiente: 
Tabla 1 Código Penal de 1863 
CODIGO PENAL DE 1863 
DELITO PLAZOS DE PRESCRIPCIÓN 
Delitos que merecían pena de muerte 8 años 
Delitos que merecían penitenciaria o cárcel 5 años 
Delitos en los que el Ministerio Fiscal tenía 
la obligación de acusar 
3 años 
Delitos en los que no debía intervenir el 
Ministerio Fiscal 
Entre presentes: 100 días 
Entre ausentes: 1 año 
   Fuente: Código Penal de 1863. Elaboración Propia 
Los únicos delitos que merecían pena de muerte según el Código Penal de 1863 eran el 
parricidio (art. 231° CP) y el asesinato por lucro, traición, envenenamiento, crueldad o el 
realizado con el fin de robarle a la víctima (art. 232° CP) (Viterbo, 1900)  . En caso se hubiese 
cometido alguno de estos delitos, el plazo de prescripción era de ocho años. Todos los demás 
delitos que merecían penitenciaria o cárcel, independientemente de la pena fijada para cada tipo 
penal, prescribían a los cinco años.  
En el caso de los delitos públicos el Ministerio Fiscal tenía la obligación de acusar y sólo 
tenía un plazo de tres años para hacerlo. De acuerdo con el artículo 18° del Código de 
Enjuiciamiento en Materia Penal de 1863, los delitos en los que no debía intervenir el 
Ministerio Fiscal eran aquellos contra la honestidad o el honor, el hurto doméstico y los 
maltratos o lesiones leves. Esto último se debe a que los referidos delitos nacían casi siempre de 
las relaciones particulares entre el ofensor y el ofendido, por tanto, únicamente se percibían en 
un estrecho círculo y no generaban una alarma social significativa (Viterbo, 1900) . En estos 
casos, el plazo de prescripción era de un año entre ausentes y cien días entre presentes. 
 La Prescripción en el Código Penal Peruano de 1924 
El segundo Código Penal peruano fue promulgado mediante Ley N° 48681, del 28 de 
julio de 1924. Debe tenerse en consideración que, para ese entonces, ya estaba vigente el 
Código de Procedimientos en Materia Criminal de 1920, aprobado mediante Ley N° 4019, del 2 
de enero de 1919. Como señala San Martín, para el código de 1920 regía la obligatoriedad en el 
ejercicio de la acción penal. Esta última era pública y se ejercía de oficio por el Fiscal, excepto 
en delitos privados y cuando procediese la acción popular. (San Martin, 2004). 
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El artículo 118° del Código Penal de 1924 establecía que cuando operaba la prescripción, 
cesaba la posibilidad de iniciar acción penal o de pronunciar condena. A diferencia del Código 
Penal de 1863, en este cuerpo normativo se estableció expresamente que la restricción que 
generaba el paso del tiempo no recaía únicamente sobre la posibilidad de ejercer la acción, sino 
también respecto a la facultad que tenía el juez para pronunciarse sobre la responsabilidad penal 
de la persona investigada. Como consecuencia de lo anterior, se regularon dos plazos de 
prescripción: el ordinario y el extraordinario. 
 El plazo ordinario, que es el periodo de tiempo entre la comisión del hecho y el ejercicio 
de la acción, representa un límite para el inicio del proceso penal. El plazo extraordinario, que 
es el que se aplica cuando la acción ya se ejerció, funciona como un límite temporal máximo 
dentro del cual debe emitirse el pronunciamiento judicial respectivo. El artículo 119° del citado 
código establecía los plazos ordinarios de prescripción. El término de dichos plazos se amplió 
mediante Ley N° 9014, del 23 de noviembre de 1939; sin embargo, se redujeron nuevamente 
mediante el Decreto Legislativo N° 121, del 12 de junio de 1981. 
 En el siguiente gráfico se puede apreciar una comparación entre los plazos originales de 
prescripción y sus posteriores modificaciones: 
Tabla 2 Código Penal de 1924 
Delito PLAZOS DE PRESCRIPCIÓN 
Ley N° 48681 Ley N° 9014 Decreto Leg. N° 121 
Delitos que merecían 
pena de muerte 
No regulo este 
supuesto 
No regulo este 
supuesto 
25 años 
Delitos que merecían 
internamiento 
20 años 25 años 20 años 
Delitos que merecían 
penitenciaria o 
relegación 
10 años 15 años 10 años 
Delitos en que 
merecía prisión o 
expatriación 
5 años 8 años 5 años 
Delitos que merecían 
multa o inhabilitación 
No regulo este 
supuesto 
No regulo este 
supuesto 
2 años 
Por los demás delitos 1 años 3 años No regulo este 
supuesto 
Delitos en Agravio 
del Estado 
No regulo este 
supuesto 
No regulo este 
supuesto 
Se aumenta en una 
mitad 
Fuente: Código Penal de 1924, Ley N° 9014 y DL N° 121. Elaboración propia 
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En el Código Penal de 1924 se mantuvieron las escalas de plazos. Éstas últimas se 
aplicaban para todos los delitos que merecían el mismo tipo de pena, independientemente del 
grado de ésta última. No obstante, cabe resaltar que los plazos de prescripción son 
significativamente mayores en comparación a lo establecido en el Código Penal de 1863. En el 
caso de los delitos que merecían pena de muerte, se triplicó el término; y, en el caso de los 
delitos que merecían penitenciaria, se duplicó. 
La modificación más relevante en lo referente a plazos consistió en el aumento del 
término de prescripción en una mitad, cuando el delito era cometido en agravio del Estado. La 
referida regla no se limitaba únicamente a los delitos que afectaban directamente el patrimonio 
del Estado, como se establece en la actualidad, sino que se aplicaba frente a cualquier conducta 
que causara un perjuicio al Estado. Por ejemplo, esta regla era aplicable también a casos de 
tráfico ilícito de drogas. (Rojas, 2012). 
Con respecto al plazo extraordinario de prescripción, este recién se reguló de manera 
expresa en el Código Penal de 1924. Este último señalaba en su artículo 121° que los actos 
judiciales de instrucción o juzgamiento interrumpían la prescripción, luego de lo cual, 
comenzaba a correr un nuevo plazo de prescripción. La razón de ser de la interrupción era darle 
a la autoridad judicial un plazo idóneo para que, habiendo detectado la existencia de un hecho 
penalmente relevante, pudiese investigarlo y pronunciarse al respecto. (Meini, 2009). 
El aumento de los plazos de prescripción, la duplicidad del plazo para delitos que 
afectaran al Estado, así como la regulación de la interrupción y suspensión, se pueden explicar 
en base al cambio de paradigma que guio el Código Penal de 1924. Esta legislación se inspiró 
en los principios de la política criminal que fundamentaban la represión en la defensa social53 . 
La sociedad necesita defenderse y, por tanto, toma medidas frente a quien la ataca54. En el caso 
de la prescripción, se incorporaron reglas con la finalidad de evitar la impunidad de quien 
representaba un peligro para la sociedad. (Espinosa, 1929) 
 La Prescripción en el Código Penal Peruano de 1991 
Finalmente, se analizarán las reglas adoptadas por el Código Penal peruano vigente en la 
actualidad, en relación con la prescripción. El referido cuerpo normativo fue aprobado mediante 
Decreto Legislativo N° 635, el 8 de abril de 1991. En lo concerniente a los plazos de 
prescripción, se introdujeron diversas modificaciones. La nueva legislación, inspirada en el 
Derecho penal colombiano y alemán. (Acuerdo Plenario, 2009), erradicó las categorías estáticas 
de plazos de prescripción, regla que rigió en los códigos de 1863 y de 1924.  
La redacción original del artículo 80° del Código Penal de 1991 estableció lo siguiente:  
Artículo 80.- La acción penal prescribe en un tiempo igual al máximo de la pena fijada 
por la ley para el delito, si es privativa de libertad. En caso de concurso real de delitos, las 
acciones prescriben separadamente en el plazo señalado para cada uno. En caso de concurso 
ideal de delitos, las acciones prescriben cuando haya transcurrido un plazo igual al máximo 
correspondiente al delito más grave. En ningún caso, la prescripción será mayor a veinte años. 
En los delitos que merezcan otras penas la acción prescribe a los tres años.  
La nueva regla era que, tratándose de delitos sancionados con pena privativa de libertad, 
el plazo de prescripción dependía del máximo de la pena abstracta establecida para cada tipo 
penal. Sólo se mantuvo un mismo plazo de prescripción para los delitos sancionados con penas 
distintas a la privativa de libertad, como las restrictivas de libertad, limitativos de derechos y 
multa (art. 28 CP). Este último plazo empezó en tres años, pero mediante Ley N° 28117, Ley de 
celeridad y eficacia procesal, de fecha 10 de diciembre de 2003, se redujo a dos años (igual que 
en el Código Penal de 1924). 
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En el siguiente cuadro se puede observar una comparación entre los plazos originales de 
prescripción establecidos en el Código Penal de 1991, y los plazos actuales, luego de las 
diversas modificaciones legislativas a las que se hizo referencia en el presente apartado: 
Tabla 3 Código Penal de 1991 
DELITO PLAZOS DE PRESCRIPCIÓN 
REDACCIÓN ORIGINAL REDACCIÓN ACTUAL 
Delitos sancionados con pena 
privativa de libertad 
Máximo de la pena fijada 
para el delito (hasta 20 años) 
Máximo de la pena fijada 
para el delito (hasta 20 años) 
Casos de concurso Real Las acciones prescriben 
separadamente en el plazo 
señalado para cada uno. 
   Las acciones prescriben 
separadamente en el plazo 
señalado para cada uno. 
Casos de Concurso Ideal Las acciones prescriben 
cuando haya transcurrido un 
plazo igual al máximo 
correspondiente al delito mas 
grave 
30 años 
Delitos Sancionados con otras 
penas 
No se regulo este supuesto 2 años 
Delitos cometidos por 
funcionarios y servidores 
públicos contra el patrimonio 
del Estado, o cometidos como 
integrantes de organizaciones 
criminales 
3 años El plazo se duplica. Delitos 
“más graves” son 
imprescriptibles. 
Delitos cometidos por 
imputables 
No se regulo este supuesto No se regulo este supuesto 
Fuente: Código Penal de 1991, Ley N° 28117, Ley N° 26314 y Ley N° 30077. Elaboración propia 
2.4.3.9 Prescripción de la acción penal en la Legislación comparada 
Con la finalidad de realizar un análisis de Derecho comparado, se procederá a realizar una 
breve descripción respecto a cómo se regula la prescripción de la acción penal en diversas 
legislaciones.  
 BOLIVIA  
 
En el caso boliviano las reglas de la prescripción establecidas en el artículo 101º del 
Código Penal de 2001 consideran que las acción penal prescribe en 8 años cuando el delito se 
encuentra sancionado con una pena privativa de libertad de 6 o más años y en 5 años cuando el 
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delito está sancionado con pena privativa de libertad menor de 6 años. Ciertamente este mismo 
código al regular la prescripción de la pena establece – en el artículo 105º - que no procede, bajo 
ninguna circunstancia en los delitos de corrupción.  
 
 COLOMBIA  
 
En el caso colombiano las reglas de prescripción consideradas en el artículo 83º del 
Código Penal de 2000, dan cuenta que la acción penal prescribe en un tiempo igual al máximo 
de la pena privativa de libertad fijada en la ley, pero en ningún caso será inferior a los 5 años ni 
excederá los 20 años. La misma norma penal señala también que en los casos de crímenes 
contra los derechos humanos –como genocidio, desaparición forzada, tortura y desplazamiento 
forzado- el plazo de la prescripción es de 30 años.  
 
 ECUADOR  
 
Las reglas de prescripción contempladas en el artículo 101º del Código Penal ecuatoriano 
de 1971, establecen que los delitos reprimidos con reclusión, cuyo ejercicio de acción es pública 
y de no haber enjuiciamiento prescriben en un plazo de 10 años. Los delitos reprimidos con una 
reclusión mayor prescriben a los 15 años.  
 
2.4.3 Imprescriptibilidad de la Acción Penal 
 
2.4.3.1 Consideraciones Generales 
La imprescriptibilidad de un delito implica la inexistencia de un plazo que permita la 
extinción de la acción penal o de la pena por el transcurso del tiempo. En suma: delitos que no 
prescriben. Imprescriptible es la condición de un hecho delictivo que no puede ampararse en la 
invalidez, por el paso del tiempo. Imprescriptible significa que no puede prescribir, es decir que 
no pierde vigencia, ni perece en el tiempo. 
 
En nuestro sistema penal la regla general es que el ius puniendi del Estado tiene límites 
temporales, esto es, no puede ejercerse ad infinitum. No obstante, existen casos especiales que 
por su magnitud y gravedad constituyen una excepción a la regla, que impiden dejarlos en el 
olvido.  
 
En el Perú se regula la imprescriptibilidad para injustos considerados de una especial 
gravedad. Así, mediante el D.S. nº 079-2001-RE se ratificó el “Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional”, texto vigente desde el 1 de julio de 2002, según el Of. nº 0-3-A/199-2002-
RE, publicado el 10 de septiembre de 2002. En dicho Estatuto se indicó que los crímenes de 
competencia de la Corte, como los delitos de genocidio y de lesa humanidad, no prescribirán. 
Así, en nuestro país, conforme a la Resolución Legislativa n°. 27998, publicada el 12 de junio 
de 2003, la imprescriptibilidad opera solo para los casos de crímenes de guerra y crímenes de 
lesa humanidad, esto por cuanto el Estado peruano se ha adherido a la Convención adoptada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas el 26 de noviembre de 1968, para los crímenes que 
consagra la convención con posterioridad a su entrada en vigor para el Perú. De esta forma, en 
nuestro sistema jurídico en determinados casos se amplía temporalmente la posibilidad de que el 
Estado pueda indefinidamente perseguir a una persona10.   
 
Esta regla de imprescriptibilidad excepcional, conforme lo ha expuesto el Tribunal 
Constitucional, no tiene vigencia en el ordenamiento jurídico peruano como consecuencia de la 
entrada en vigor de la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de 
los Crímenes de Lesa Humanidad (9 de noviembre de 2003), sino que surge en virtud de una 
norma imperativa de derecho internacional general que, como ha sostenido la Corte 
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Interamericana, no nace de la referida Convención, sino que está reconocida en ella .(Caso La 
Cantuta Vs Perú, 2006).  
 
En estos casos, el fundamento de la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad 
radica en el derecho a la verdad. Así lo ha establecido el Tribunal Constitucional cuando afirma 
que es “parte del contenido constitucionalmente protegido del derecho fundamental a la verdad, 
el que los crímenes de lesa humanidad resulten imprescriptibles” (Caso La Cantuta Vs Perú, 
2006).  
 
Este pronunciamiento jurisprudencial obedece a que con anterioridad, el Tribunal había 
expuesto que “corresponde al Estado el enjuiciamiento de los responsables de crímenes de lesa 
humanidad y, si es necesario, la adopción de normas restrictivas para evitar, por ejemplo, la 
prescripción de los delitos que violenten gravemente los derechos humanos. La aplicación de 
estas normas permite la eficacia del sistema jurídico y se justifica por los intereses prevalentes 
de la lucha contra la impunidad. El objetivo, evidentemente, es impedir que ciertos mecanismos 
del ordenamiento penal se apliquen con el fin repulsivo de lograr la impunidad. Ésta debe ser 
siempre prevenida y evitada, puesto que anima a los criminales a la reiteración de sus 
conductas, sirve de caldo de cultivo a la venganza y corroe dos valores fundantes de la sociedad 
democrática: la verdad y la justicia” (Caso Villgas Namuche). De esta manera, en nuestro 
sistema penal vigente no existía, a excepción de los crímenes de guerra y lesa humanidad, la no 
prescripción de los tipos penales. 
 
Conforme explica Horvitz Lennon, la excepción a la regla de la prescripción está 
configurada por aquellos hechos que, por su entidad y significación para la comunidad humana, 
no dejan de ser vivenciados como gravísimos por el transcurso del tiempo ni por sus 
protagonistas ni por los afectados ni, en fin, por la sociedad toda. Más aún, cuando tales delitos 
son perpetrados en el seno de un aparato organizado de poder (paradigmáticamente, la 
estructura estatal), sus autores actúan contando con la impunidad de tales ilícitos, la que se 
expresa, en el caso de la prescripción, como omisión de la persecución penal por parte del 
mismo aparato de poder cuyos miembros cometieron los delitos. Este es el fundamento de 
justicia política de las disposiciones convencionales en el ámbito internacional que establecen la 
imprescriptibilidad de ciertos crímenes gravísimos. (Horvitz) 
 
2.4.3.2 Ley 30650 
El Congreso de la República aprobó el 01 de marzo de 2017, por unanimidad la Ley 
N°30650 de Reforma Constitucional que habilita la imprescriptibilidad de los delitos de 
corrupción, medida que luego de 16 años logra debatirse, la norma presentada sostiene que: es 
imprescriptible solo “en los supuestos más graves o recurrentes”, si bien es cierto ya se forjo la 
piedra angular de lucha contra la corrupción se considera como deficiente esta fórmula 
legislativa, que carece de fuerza para poder ser utilizada como una de las tantas medidas de 
lucha anticorrupción. Para su entrada en vigencia es necesaria una segunda votación la cual se 
desarrollará en la siguiente legislatura (Julio a Diciembre). 
A través de la Ley Nº 30650 publicada el 20 del presente mes en el diario oficial El 
Peruano, modifican el cuarto párrafo del artículo 41 de la Constitución Política. Según esta 
reforma: 
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Tabla 4 Reforma del Art. 41 
REFORMA DEL ARTICULO 41 DE LA CONSITUCIÓN POLITICA DEL PERU 
TEXTO ANTERIOR TEXTO ACTUAL 
Artículo 41°.- Los funcionarios y servidores 
públicos que señala la ley o que administran o 
manejan fondos del Estado o de organismos 
sostenidos por éste deben hacer declaración 
jurada de bienes y rentas al tomar posesión de 
sus cargos, durante su ejercicio y al cesar en 
los mismos. La respectiva publicación se 
realiza en el diario oficial en la forma y 
condiciones que señala la ley. 
Cuando se presume enriquecimiento ilícito, el 
Fiscal de la Nación, por denuncia de terceros 
o de oficio, formula cargos ante el Poder 
Judicial. 
La ley establece la responsabilidad de los 
funcionarios y servidores públicos, así como 
el plazo de su inhabilitación para la función 
pública. 
El plazo de prescripción de la acción penal se 
duplica en caso de los delitos cometidos 
contra el patrimonio del Estado. 
 
Artículo 41°.- Los funcionarios y servidores 
públicos que señala la ley o que administran o 
manejan fondos del Estado o de organismos 
sostenidos por éste deben hacer declaración 
jurada de bienes y rentas al tomar posesión de 
sus cargos, durante su ejercicio y al cesar en 
los mismos. La respectiva publicación se 
realiza en el diario oficial en la forma y 
condiciones que señala la ley. 
Cuando se presume enriquecimiento ilícito, el 
Fiscal de la Nación, por denuncia de terceros 
o de oficio, formula cargos ante el Poder 
Judicial. 
La ley establece la responsabilidad de los 
funcionarios y servidores públicos, así como 
el plazo de su inhabilitación para la función 
pública. 
El plazo de prescripción de la acción penal 
se duplica en caso de los delitos cometidos 
contra la Administración Pública o el 
patrimonio del Estado, tanto para los 
funcionarios o servidores públicos como 
para los particulares. La acción penal es 
imprescriptible en los supuestos más 
graves, conforme al principio de legalidad 
 
Fuente: Elaboración Propia 
  
2.4.3.3 La imprescriptibilidad  en la Legislación Comparada 
 
 Ecuador 
La Constitución de la República del Ecuador, aprobada el 5 de junio de 1998 por la 
Asamblea Nacional Constituyente, prescribe que: 
“los dignatarios elegidos por votación popular, los delegados o representantes o los cuerpos 
colegiados de las instituciones del Estado y los funcionarios públicos en general, estarán sujetos 
a las sanciones establecidas por la comisión de delitos de peculado, cohecho, concusión y 
enriquecimiento ilícito. La acción para perseguirlos y las penas correspondientes serán 
imprescriptibles…”.  
Estas normas también se aplicarán a quienes participen en estos delitos, aunque no tengan 
las calidades antes señaladas” (artículo 121º inciso segundo).  
 
Estando a ello, y con el afán de adecuar su legislación preconstitucional a la Convención 
Interamericana contra la Corrupción, en su momento el Ministerio Público del Ecuador y la 
Contraloría General del Estado elaboraron un Proyecto de Reformas al Código Penal que 
contemplaba la incorporación al artículo 101º del código sustantivo, de la imprescriptibilidad de 
los delitos de peculado, cohecho, concusión y enriquecimiento ilícito.  
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La novísima Constitución, discutida por la Asamblea Constituyente y aprobada vía referéndum 
el 28 de septiembre del 2008, establece que:  
 
Artículo Nº 233º: “… Las servidoras o servidores públicos y los delegados o 
representantes a los cuerpos colegiados de las instituciones del Estado, estarán sujetos a las 
sanciones establecidas por delitos de peculado, cohecho, concusión y enriquecimiento ilícito. La 
acción para perseguirlos y las penas correspondientes serán imprescriptibles y, en estos casos, 
los juicios se iniciarán y continuarán incluso en ausencia de las personas acusadas. Estas normas 
también se aplicarán a quienes participen en estos delitos, aun cuando no tengan las calidades 
antes señaladas” (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
 
 Venezuela 
La Constitución de Venezuela, promulgada el 20 de diciembre de 1999, anota que:  
Artículo 271º: En su primer párrafo señala “… No prescribirán las acciones judiciales dirigidas 
a sancionar los delitos contra los derechos humanos, o contra el patrimonio público o el tráfico 
de estupefacientes” (Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, 1999). 
 
 Bolivia 
 
En abril de 2006, el Poder Ejecutivo presentó el proyecto de ley Lucha contra la 
Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”. 
El mencionado proyecto contempla la imprescriptibilidad en los casos de “corrupción, 
enriquecimiento ilícito y delincuencia económica financiera (Los tiempos, 2006).  
Es por ello que en el artículo 112º de la Constitución Política del Estado de Bolivia señala:  
 
“Los delitos cometidos por servidores públicos que atenten contra el patrimonio del Estado y 
causen grave daño económico, son imprescriptibles y no admiten régimen de inmunidad”.  
En la discusión en la Cámara de Diputados se convino en la necesidad de declarar la 
imprescriptibilidad de los delitos de organización criminal, peculado, peculado culposo, 
malversación, cohecho pasivo propio, uso indebido de influencias, beneficios en razón del 
cargo, omisión de declaración de bienes y rentas), negociaciones incompatibles con el ejercicio 
de funciones públicas, concusión, exacciones, prevaricato, cohecho pasivo del juez, consorcio 
de jueces y abogados, negativa o retardo de justicia, contratos lesivos al Estado, conducta 
antieconómica e infidencia económica, “por tratarse de hechos punibles que atentan contra el 
patrimonio del Estado” (Constitución Política del Estado de Bolivia, 2011). 
 
 Argentina 
Se sostienen que la imprescriptibilidad es exagerada e ineficiente, porque los expedientes 
de corrupción irían "al final de la pila", no hay urgencia en tratarlos, o que se puedan usar para 
tener cierto poder sobre los políticos afectados por ellas o entre otros argumentos.  
 
En julio de 1997, la Cámara de Diputados emitió dictamen favorable a un proyecto de ley 
sobre ética pública, que planteaba la reforma de diversos artículos del Código Penal para 
incrementar las penas de los delitos existentes, incorporar nuevos tipos penales, e imponer la 
imprescriptibilidad de los delitos de corrupción (Poli Gonzalo, 2013).  
 
En marzo del 2008, los diputados Nora Ginzburg, Marcelo Amenta, Christian Gribaudo y 
Julián Obligio presentaron el proyecto de Ley Nº 0821-D-2008 planteando la 
imprescriptibilidad de la acción penal cuando se tratare de “un delito cometido en fraude a la 
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administración pública” y de los delitos de “cohecho y tráfico de influencias”, “malversación de 
caudales públicos”, “negociaciones incompatibles con el ejercicio de las funciones públicas”, 
“exacciones ilegales”, “enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados” y “prevaricato” 
(Parlamentario, 2008).  
 
La Constitución de la Nación Argentina, de 15 de enero de 1995, establece en su artículo 
36º penúltimo párrafo, lo siguiente:  
“… Tendrán las mismas sanciones quienes, como consecuencia de estos actos, usurparen 
funciones previstas para las autoridades de esta Constitución o las de las provincias, los que 
responderán civil y penalmente de sus actos. Las acciones respectivas serán 
imprescriptibles”. 
 
 México 
En diciembre de 2007, el diputado Gerardo Vargas presentó un Proyecto de 
imprescriptibilidad de los delitos cometidos por servidores públicos y de creación del 
Observatorio Ciudadano contra la Corrupción. Así, vía la modificación al Código Penal Federal, 
planteaba la no prescripción de los delitos de ejercicio indebido de servicio público, abuso de 
autoridad, desaparición forzada de personas, coalición de servidores públicos, uso indebido de 
atribuciones y facultades, concusión, intimidación, ejercicio abusivo de funciones, tráfico de 
influencia, cohecho, peculado y enriquecimiento ilícito. 
2.5 Hipótesis  
2.5.1 Definición Conceptual 
 
 Hipótesis General: La imprescriptibilidad de los delitos contra la administración 
pública establecida en la Ley N° 30650, desnaturalizaría la prescripción de la acción penal 
toda vez que no existen límites para la actividad persecutoria del Estado. 
 
V1: La imprescriptibilidad de los delitos contra la administración pública establecida en 
la Ley N° 30650 
 
V1.1 Imprescriptibilidad: Es un término que pertenece al ámbito del derecho, y 
está relacionado con la prescripción. Imprescriptible es la condición de un hecho 
delictivo que no puede ampararse en su invalidez por el paso del tiempo. 
Imprescriptible significa que no puede prescribir, es decir, que no pierde vigencia ni 
perece por el transcurso del tiempo. 
 
V1.2: Delitos contra la administración pública: Son aquellos que tienen como bien 
jurídico, el correcto ejercicio de la función pública, esto es, su funcionamiento dentro 
de la legalidad. Todos tienen en común el quebrantamiento voluntario de las 
obligaciones contraídas por los servidores públicos integrantes de la Administración 
Pública. 
 
V1.3: Ley N°30650: Ley que reforma el Art.41 de la Constitución Política del Perú y 
estable  que la acción penal es imprescriptible en los supuestos más graves, 
conforme al principio de legalidad. 
 
V2: Desnaturalizaría la prescripción de la acción penal toda vez que no existen límites 
para la actividad persecutoria del Estado 
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V2.1: Desnaturalizaría: Hacer perder a una cosa sus cualidades propias, añadiéndole 
algo o modificándola 
 
V2.2: Prescripción de la acción penal: Consolidación de una situación jurídica por 
efecto del transcurso del tiempo.  No puede ejercerse eficazmente ésta una vez 
transcurrido cierto tiempo desde haberse delinquido. 
V2.3: Persecutoria: Que persigue o implica persecución. 
 
V2.4: Estado: Comunidad social con una organización política común y un territorio 
y órganos de gobierno propios que es soberana e independiente políticamente de 
otras comunidades. 
 
 
 Hipótesis Especifica 1: La prescripción de la acción penal en los delitos contra la 
administración pública es importante debido a que evitaría que se propicien  
investigaciones y procesos interminables. 
 
V1: La prescripción de la acción penal en los delitos contra la administración 
pública es importante. 
 
V1.1: Prescripción de la acción penal: Consolidación de una situación jurídica 
por efecto del transcurso del tiempo.  No puede ejercerse eficazmente ésta 
una vez transcurrido cierto tiempo desde haberse delinquido. 
 
V1.2: Delitos contra la administración pública: Son aquellos que tienen como 
bien jurídico, el correcto ejercicio de la función pública, esto es, su 
funcionamiento dentro de la legalidad. Todos tienen en común el 
quebrantamiento voluntario de las obligaciones contraídas por los servidores 
públicos integrantes de la Administración Pública. 
 
V1.3: Importante: Que tiene importancia o relevancia por su valor, magnitud, 
influencia u otras características. 
   
 V2: debido a que evitaría que se propicien  investigaciones y procesos interminables. 
 
V2.1: Evitaría: Impedir que ocurra algo malo  
 
V2.2: Investigaciones: Es la actividad intelectual que pretende descubrir las 
soluciones jurídicas adecuadas para los problemas que plantea la vida social de 
nuestra época, lo que implica también la necesidad de profundizar en el análisis de 
dichos problemas, con el objeto de adecuar el ordenamiento jurídico a dichas 
transformaciones sociales. 
 
V2.3: Procesos: Es el procedimiento de carácter jurídico que se lleva a cabo para que 
un órgano estatal aplique una ley de tipo penal en un caso específico. 
 
V2.4: Interminables: Que no tiene fin o término en el tiempo o en el espacio. 
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2.5.2 Operacionalización 
 
 Hipótesis General: La imprescriptibilidad de los delitos contra la administración pública 
establecida en la Ley N° 30650, desnaturalizaría la prescripción de la acción penal toda vez que 
no existen límites para la actividad persecutoria del Estado. 
 
Definición 
Conceptual 
Dimensiones 
 
Definición Conceptual Indicadores Fuente 
 
 
V1: La 
imprescriptib
ilidad de los 
delitos contra 
la 
administració
n pública 
establecida 
en la Ley N° 
30650. 
 
V1.1:Impres
criptibilidad 
Es un término que pertenece al 
ámbito del derecho, y 
está relacionado con la 
prescripción. Imprescriptible es la 
condición de un hecho delictivo que 
no puede ampararse en su invalidez 
por el paso del tiempo. 
Imprescriptible significa que no 
puede prescribir, es decir, que no 
pierde vigencia ni perece por el 
transcurso del tiempo. 
V1.11.- Derecho 
V1.12.-Prescripción 
V1.13.-Hecho      
delictivo 
V1.14.- Invalidez 
V1.15.- Vigencia 
V1.16.-Transcurso 
del tiempo 
Diccionario Jurídico 
V1.2: Delitos 
contra la 
administració
n pública 
Son aquellos que tienen como bien 
jurídico, el correcto ejercicio de la 
función pública, esto es, su 
funcionamiento dentro de la 
legalidad. Todos tienen en común el 
quebrantamiento voluntario de las 
obligaciones contraídas por los 
servidores públicos integrantes de 
la Administración Pública. 
V1.2
1
.- Bien Juridico 
V1.2
2
.- Función 
pública 
V1.2
3
.-Legalidad 
V1.2
4
.- Servidores 
Públicos 
 
Dotrina 
V1.3: Ley 
N°30650 
Ley que reforma el Art.41 de la 
Constitución Política del Perú y 
estable  que la acción penal es 
imprescriptible en los supuestos 
más graves, conforme al principio 
de legalidad. 
V1.3
1
.-Constitución 
Política del Peru 
V1.3
2
.-Accion Penal 
V1.3
3
.-Principio de 
Legalidad 
 
Constitución Política 
del Perú 
 
V2: 
Desnaturaliz
V2.1:Desnat
uralizaria 
Hacer perder a una cosa sus 
cualidades propias, añadiéndole 
algo o modificándola. 
 
V2.1
1
.-Hacer 
V2.1
2
.-Perder 
Diccionario Jurídico 
52 
 
aría la 
prescripción 
de la acción 
penal toda 
vez que no 
existen 
límites para 
la actividad 
persecutoria 
del Estado. 
 
  V2.1
3
.-Cualidades 
V2.1
4
.-Modificandola 
V2.2:Prescri
pción de la 
acción penal 
Consolidación de una situación 
jurídica por efecto del transcurso 
del tiempo.  No puede ejercerse 
eficazmente ésta una vez 
transcurrido cierto tiempo desde 
haberse delinquido. 
V2.2
1
.-Consolidación 
V2.2
2
.-Situación 
jurídica 
V2.2
3
.-Tiempo 
V2.2
4.-
Eficazmente 
Doctrina 
V2.3:Persecu
toria  
Que persigue o implica 
persecución. 
 
 
V2.3
1
.-Persigue 
V2.3
2
.-Implica 
V2.3
3
.- Persecución 
Diccionario Jurídico 
V2.4:Estado Comunidad social con una 
organización política común y un 
territorio y órganos de gobierno 
propios que es soberana e 
independiente políticamente de 
otras comunidades. 
V2.4
1
.-Comunidad 
V2.4
2
.- Política 
V2.4
3
.-Gobierno 
V2.4
4
.-Soberana 
Doctrina 
 
 
 Hipótesis Específica: La prescripción de la acción penal en los delitos contra la 
administración pública es importante debido a que evita que se propicien  investigaciones y 
procesos interminables. 
Definición 
Conceptual 
Dimensione
s 
 
Definición Conceptual Indicadores Fuente 
V1: La 
prescripción 
de la acción 
penal en los 
delitos 
contra la 
administraci
ón pública es 
importante. 
V1.1:Prescri
pción de la 
acción penal 
Consolidación de una situación 
jurídica por efecto del transcurso del 
tiempo.  No puede ejercerse 
eficazmente ésta una vez transcurrido 
cierto tiempo desde haberse 
delinquido. Actuar en contra de ellos 
V1.1
1
.-Consolidación 
V1.1
2
.-Situación 
jurídica 
V1.1
3
.-Tiempo 
V1.1
4.-
Eficazmente 
Doctrina 
V1.2: 
Delitos 
Son aquellos que tienen como bien 
jurídico, el correcto ejercicio de la 
V1.2
1
.- Bien Jurídico Doctrina 
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 contra la 
administraci
ón pública 
función pública, esto es, su 
funcionamiento dentro de la 
legalidad. Todos tienen en común el 
quebrantamiento voluntario de las 
obligaciones contraídas por los 
servidores públicos integrantes de la 
Administración Pública. 
V1.2
2
.- Función 
pública 
V1.2
3
.-Legalidad 
V1.2
4
.- Servidores 
Públicos 
V1.3: 
Importante 
Que tiene importancia o relevancia 
por su valor, magnitud, influencia u 
otras características. 
V1.3
1
.-Relevancia 
V1.3
2
.-Valor 
V1.3
3
.-Influencia 
 
Diccionario Jurídico 
 
V2: debido a 
que evitaría 
que se 
propicien  
investigacion
es y procesos 
interminable
s 
V2.1:Evitari
a 
Impedir que ocurra algo malo  V2.1
1
.-Impedir 
V2.1
2
.-Ocurra 
V2.1
3
.-Malo 
Diccionario Jurídico 
V2.2:Investi
gaciones 
 
Es la actividad intelectual que 
pretende descubrir las soluciones 
jurídicas adecuadas para los 
problemas que plantea la vida social 
de nuestra época, lo que implica 
también la necesidad de profundizar 
en el análisis de dichos problemas, 
con el objeto de adecuar el 
ordenamiento jurídico a dichas 
transformaciones sociales. 
V2.2
1
.-Actividad 
Intelectual 
V2.2
2
.-Soluciones 
Jurídicas 
V2.2
3
.-Problemas 
V2.2
4
.-Ordenamiento 
Jurídico 
Diccionario Jurídico 
V2.2:Proces
os 
 
Es el procedimiento de carácter 
jurídico que se lleva a cabo para que 
un órgano estatal aplique una ley de 
tipo penal en un caso específico. 
V2.3
1
.-Procedimiento 
V2.3
2
.-Juridico 
V2.3
3
.-Ley 
Doctrina 
V2.3:Intermi
nables 
Que no tiene fin o término en el 
tiempo o en el espacio 
V2.4
1
.-Fin 
V2.4
2
.-Termino 
V2.4
3
.-Tiempo 
V2.4
4
.-Espacio 
Diccionario Jurídico 
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CAPÍTULO III: MARCO METODOLÓGICO 
3.1 Enfoque y diseño 
 Cualitativo; porque se busca explicar las implicancias  de la prescripción de la acción penal 
y la aplicación reforma del artículo 41 de la constitución, la que  contiene la Ley N° 30650 
que  establece la imprescriptibilidad de los delitos contra la administración pública , con la 
finalidad de determinar la institución jurídica que se debe aplicar en nuestro ordenamiento 
jurídico. 
 Es descriptivo, ya que se analizará y buscará recolectar información que permita desarrollar 
y reglamentar lo relacionado a la prescripción de la acción penal y la  imprescriptibilidad de 
los delitos contra la administración pública, con la finalidad de determinar la importancia de 
estas instituciones en nuestro ordenamiento jurídico.  Además esta investigación se basará 
en un Diseño Documental, el cual consiste en un proceso basado en la búsqueda, 
recuperación, análisis, crítica e interpretación de datos secundarios, es decir, los obtenidos y 
registrados por otros investigadores en fuentes documentales como son: impresas, 
audiovisuales o electrónicas 
3.2 Métodos y procedimientos 
 Es Analítico: pues, se divide intelectualmente el objeto de estudio para examinar y 
entender cada una de sus partes.  
 
 Inductivo: Este método va lo particular a lo general; es decir analizado de forma 
independiente cada una de las partes del trabajo de investigación, se obtendrá de forma 
global, cuales son los efectos que implica la aplicación de la imprescriptibilidad de los 
delitos contra la administración pública, según los factores sociales, culturales y políticos. 
 
 Inferencial: Es el que permite realizar la inducción y la deducción en el proceso  de 
análisis y síntesis  de los hechos y fenómenos que se investigan.   
 
  Hermenéutico Jurídico: Nos permitiría interpretar y analizar la normatividad nacional e 
internacional sobre el tema propuesto. 
 
 Comparativo: Nos permitiría hacer una comparación o contrastación de las normas de 
derecho comparado sobre el tema, observando las formas como han sido incorporados a los 
sistemas jurídicos de cada País en los que se encuentran legislados.  
 
 
 Sistemático: Está orientado a establecer un significado de una norma legal a interpretar, 
partiendo de un análisis integral con otras normas que tengan relación dentro del mismo 
cuerpo legal o textos legales supletorios.  
3.3 Técnicas e instrumentos 
 Fuentes Directas: Constitución Política del Pero, Código Penal Peruano, Código Procesal 
Peruano, Ley N° 30650 que modifica el Art. 41 de la Constitución Política del Perú, , 
Doctrina, artículos jurídicos, publicados en Gaceta Jurídica, Actualidad Jurídica, Libros 
especializados, internet, notas periodísticas, entrevistas, entre otros. 
55 
 
 Técnicas: La técnica a emplearse será aquella que privilegie los documentos, a fin de 
analizar minuciosamente la información doctrinaria y legislativa sobre el tema objeto de 
investigación, las técnicas a emplearse son las siguientes: 
 
1. Fichaje: a través del fichaje bibliográfico se compilará todo lo que se ha escrito directa o 
indirectamente sobre el etiquetado de productos, sus críticas y defensas, llegando a tener 
una postura respecto a la investigación. 
 
2. Recolección y Análisis de datos: por medio de esta técnica se analizará minuciosamente 
la información doctrinaria y legislativa sobre el tema objeto de nuestra investigación. 
 
 Procesamiento de información: La información se procesará de acuerdo a los logros 
obtenidos mediante las técnicas, fuentes e instrumentos empleados para la recolección de la 
información. 
 
 Análisis y presentación de datos y resultados: Los datos obtenidos se analizaran 
detalladamente con la finalidad de dar validez a la hipótesis planteada. 
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3.4 Aspectos éticos  
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CAPÍTULO IV: PROBANZA DE LA HIPOTESIS 
4.1 Probanza  Jurídico- Doctrinal 
4.1.1 Objetivo General: La desnaturalización de la prescripción de la acción penal, en los 
delitos contra la administración pública con  la aplicación de la Ley N° 30650. 
La regulación legal de la prescripción establece límites para la persecución punitivos del 
delito por parte del Estado; y esos límites legales evitan  que no  haya una persecución ad 
infinitud. Es decir, que en general, no existe una persecución de pretensión punitiva 
indefinidamente (por lo menos, ello es así para los delitos que no son imprescriptibles), por ello, 
la prescripción del delito opera como un obstáculo a la imposición de la pena. (Jakobs, 1997) 
La base de la prescripción en general, como institución jurídica  presente en todos los 
sectores del ordenamiento jurídico,  incide en la aceptación de hecho de que el transcurso 
prolongado del tiempo termina provocando inexorablemente cambios en las relaciones, 
situaciones o pretensiones jurídicas (Garcia M. , 2007). 
Todas las interpretaciones, determinadas de las diferentes normas penales y procesales, 
que regulen a la institución de la prescripción de la acción penal, a sus términos prescriptivos, 
así como su interrupción o suspensión, deberían partir del contenido constitucionalmente 
protegido del derecho a ser procesado en un plazo razonable, de tal manera que se evite 
interpretaciones sui generis y estrictamente legalistas,  que soslayen el fin principal de dicha 
institución, que no es otro que evitar el sometimiento de los ciudadanos al ius puniendi, por 
plazos exacerbados y arbitrarios. (Rojas N. , 2018) 
La institución de la prescripción se ve desnaturalizada con la reforma del artículo 41° de 
la constitución en la cual se aplicaría la imprescriptibilidad de los delitos contra la 
administración pública en los supuestos “más graves”, medida que para una mayoría 
significativa de autores discrepa con esta nueva propuesta, tal como se demuestra: 
La imprescriptibilidad  no es una medida  que  erradicara la corrupción en su totalidad, ya 
que no basta con políticas anticorrupción, sino de diversos factores sociales, culturales, 
políticos, en definitiva, requiere de un trabajo de cooperación en conjunto para lograr el objetivo 
de vencer la corrupción. (Rimac, 2017) 
La idea de hacer imprescriptible la acción penal en los delitos que afectan a la 
administración pública (o de forma más concreta, en los “supuestos más graves”), no es 
necesaria. Resulta, en el plano constitucional, una medida desproporcionada. Tras los 
argumentos que “justifican” este tipo de reacciones, se encuentra la idea de un Derecho penal, 
máximo en contra de sujetos peligrosos, cuya infracción penal provoca una elevada conmoción 
social que amerita que la sociedad se defina (se resguarde). Aprecio que quien comete un delito 
en contra de la administración pública (funcionario público o no) no es per se un “enemigo” en 
términos funcionales a quien hay que separarlo de la sociedad mediante alternativas 
inocuizadoras. Dicha persona es un ciudadano que merece ser sancionado con una pena 
proporcional al injusto cometida y perseguida con las reglas del proceso adecuadas a un Estado 
social y democrático de Derecho. Delo contrario, el diseño normativo a imponerse no será 
propio de una política criminal legítima. (Alcover, 2017) 
Asimismo, Raúl Pariona Arana señala que declarar imprescriptibles los delitos de 
corrupción podría llevar también a soluciones contraproducentes para la misma lucha legítima 
contra la corrupción. Así, una solución semejante al problema de la impunidad y la necesidad 
legítima de ampliar la prescripción podría convertirse en una solución aparente e incluso 
políticamente injusta, con el consiguiente peligro de abrir el camino a un derecho penal sin 
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garantías; pues si la potestad del Estado de perseguir no se extinguiera nunca, las causas podrían 
mantenerse de por vida, como una espada de Damocles para los adversarios políticos . La 
imprescriptibilidad y su efecto simbólico -de que con ello el problema de la impunidad se ha 
solucionado- podría generar también un efecto negativo que podría llevar al Estado a renunciar 
a su deber de resolver las causas judiciales con celeridad. (Pariona, 2012) 
Asimismo, la Defensoría del Pueblo, en el Informe 001- 2016-P/APCSG-PEPPCPP sobre 
los Proyectos de Ley 116/2016-CR, 119/2016-CR, 121/2016-CR, 122/2016-CR y 127/2016-CR, 
remitidos por las Comisiones de Justicia y Derechos Humanos, Constitución y Reglamento del 
Congreso de la República para opinión institucional de la Defensoría del Pueblo, puesto a 
disposición mediante Oficio 114-2016-DP/PAD de 29 de noviembre de 2016, considera que la 
propuesta de hacer imprescriptible la acción penal para casos de corrupción de funcionarios, 
contenida en diversos dispositivos de los Proyectos de Ley Nº 127/2016- CR, Nº 121/2016-CR 
y Nº 119/2016-CR, por ejemplo, no supera a nuestro juicio, el examen de idoneidad y 
necesidad, al no acreditar que el tiempo actual para las investigaciones fiscales es, de un lado, 
inidóneo para procesar y sancionar a funcionarios corruptos antes que estos se amparen en la 
prescripción de sus delitos (asumiendo que esta fuera -como no es- la única causa de la 
impunidad), y, al no tomar en consideración medidas menos gravosas contra la garantía de la 
prescripción de los delitos (para la libertad personal), como lo puede ser la ampliación de los 
plazos de prescripción para los delitos más recurrentes o la restricción de esta figura –de 
la imprescriptibilidad– a figuras delictivas agravadas de la relación de ilícitos contra la 
administración pública. 
Roberto Pereira Chumbe sostiene también que la imprescriptibilidad como medida para 
combatir la corrupción carece de razonabilidad, vulnera el derecho a ser juzgado dentro de un 
plazo razonable, no atiende los problemas institucionales de los órganos encargados de la 
impartición de justicia e incrementa el riesgo de errores judiciales, al señalar lo siguiente: 
[…] si se examina con un poco de detalle, se advierte que dicha iniciativa carece de justificación 
razonable y entraña serios problemas institucionales que no suelen ser tomados en cuenta. 
[…]. ¿Acaso no sería más sensato enfrentar las dificultades que impiden la persecución y 
sanción de estos delitos dentro de los plazos de prescripción? Sin duda, la imprescriptibilidad 
será un excelente incentivo para nunca resolver esas dificultades y, más bien, propiciar 
investigaciones y procesos interminables, que suelen ser la expresión de la arbitrariedad del 
sistema de justicia y la vulneración del derecho a obtener una decisión en un plazo razonable. 
[…] 
De otro lado, la imprescriptibilidad incrementa considerablemente el riesgo de errores 
judiciales, ya que el transcurso excesivo del tiempo afecta la calidad de las pruebas sobre los 
hechos. Otro efecto perverso que incuba la imprescriptibilidad es la utilización política de la 
justicia penal contra ex funcionarios incómodos a los poderes de turno, más aún en un país con 
un grave déficit de integridad e independencia de la justicia” (Pereira, 2016) 
Por ultimo de  un análisis comparativo con los delitos de lesa humanidad, la perspectiva 
planteada por Raúl Pariona, citado por (Montoya, 2012) señala que la imprescriptibilidad de los 
delitos de lesa humanidad está legitimada por la gravedad de tales crímenes y porque existe, en 
la conciencia de la humanidad, que estos crímenes deben sancionarse sin límites temporales. Sin 
embargo la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción no está plenamente legitimada. Ni 
en la Convención Internacional contra la corrupción se establece la imprescriptibilidad como 
una medida legítima de la lucha contra la corrupción. No existe pues consenso internacional, se 
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ha dejado más bien a cada Estado la decisión de ampliar los plazos de prescripción de acuerdo 
con su legislación y sus particulares circunstancias. Esto se hace explicar si se repara el hecho 
de que los delitos de asesinato, violación sexual de menores con muerte de víctimas, secuestros 
de menores de edad, terrorismo y otros tantos revisten mayor gravedad. Luego querer legitimar 
la imprescriptibilidad en los casos de corrupción y no exigir lo mismo para los demás delitos 
deja ver un cuestionable criterio y una selectiva y arbitraria orientación político criminal. 
En modo de conclusión este límite temporal regulado en la prescripción de los delitos 
contra la administración pública se ve afectada  con la aprobación de la Ley N°30650, la cual 
modifica el Art.41 de la Constitución Política del Perú, señalando la imprescriptibilidad de los 
delitos más graves de corrupción, generando de esta manera la desnaturalización a la institución 
de la prescripción de la acción penal que se venía aplicando en nuestro ordenamiento jurídico y 
dando pase a un derecho penal sin garantías. 
 
 Resulta injustificado en la actualidad ampliar los supuestos  de la imprescriptibilidad en 
los delitos contra la administración pública, pues con este tipo de medidas flexibilizadoras, 
buscan legitimar la demora e ineficacia del aparato estatal de justicia y asimismo afectando los 
derechos y garantías del justiciable. Todo ello debido a que las penas existentes, en gran parte 
elevadas, de por si justifican y expresan el mayor reproche referente a la comisión de los delitos 
contra la administración pública, por lo tanto no habría necesidad  de hacer indefinida la 
posibilidad de procesar y sancionar a una persona en estos casos. 
A mi criterio no es necesario establecer la imprescriptibilidad en los delitos que afectan la 
administración pública, pues existen otras alternativas menos aflictivas e idóneas para 
desvalorar la conducta del sujeto. En este caso en concreto existen penas elevadas en nuestro 
sistema penal para esta tipo de delitos, que cumplen con la finalidad persecutoria. 
Por ello se considera que la finalidad preventiva del sistema penal, no puede perseguirse a 
cualquier precio. Pues de esta manera se estaría instrumentalizando al ser humano, la 
prevención tiene que ser justa y una medida como la imprescriptibilidad en la administración 
pública, no tiene dicho carácter, debido a que esta coloca en primer plano el interés de satisfacer 
los sentimientos de justicia, por encima de los intereses del individuo. 
Los sujetos que cometen delitos contra la administración pública, ya sea funcionarios 
públicos o particulares, es necesario que sean sancionados con una pena proporcional al injusto 
cometido y perseguido con las reglas del proceso adecuadas a un Estado Social y democrático 
de Derecho, de lo contrario el sistema normativo a imponer no sería propio de una política 
criminal legitima 
Asimismo una de las principales concepciones que sustentan la insostenibilidad de la 
imprescriptibilidad de los delitos contra la administración pública, es su equiparación con los 
delitos de lesa humanidad, debido a que un acto  de apropiación de dinero estatal no puede ser 
igual de grave que un acto de tortura, genocidio o desaparición forzada. 
Por otro lado con la aplicación de la imprescriptibilidad para los delitos contra la 
administración pública y no para el caso de delitos en los que se tutelan valores tan preciados 
como la vida o la salud, dejándose en segundo plano  las instituciones, cuya función política 
criminal es garantizar el desarrollo de la persona en la sociedad, se estaría tomando un medida 
que no seria proporcional 
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4.1.2Objetivo Específico: La importancia de la institución jurídica de la prescripción de la 
acción penal en los delitos contra la administración pública 
La importancia de la prescripción de la acción penal, se encuentra establecida en 
múltiples pronunciamientos por parte de doctrina nacional y extranjera, asimismo con 
pronunciamientos del Tribunal Constitucional y de la Corte Suprema, como se desarrollara a 
continuación. 
La institución de la prescripción ha estado siempre presente en la legislación penal 
peruana. En el primer Código Penal (1863), se reguló debido a que se presumía que el paso del 
tiempo por sí solo restablecía el orden social perturbado por el delito, lo que devenía en 
innecesaria la represión penal. Sin embargo, tomando en consideración que el Derecho y las 
instituciones jurídicas evolucionan, y que, además, han transcurrido más de ciento cincuenta 
años desde la primera codificación, es necesario determinar cuáles son los fundamentos que hoy 
en día legitiman la prescripción. 
Al respecto, Mir Puig ha señalado lo siguiente: El fundamento de la prescripción se halla 
en parte vinculado a la falta de necesidad de la pena tras el transcurso de cierto tiempo 
(fundamento material), y en parte a las dificultades de prueba que determina el transcurso del 
tiempo (fundamento procesal). En ésta puede también jugar un papel la consideración de las 
expectativas que crea en el sujeto la falta de persecución del hecho durante un determinado 
plazo. Ello influye en la desaparición de la necesidad de la pena, que en ambas clases de 
prescripción se produce, por lo demás, cuando se oscurece o apaga el recuerdo del delito y el 
sentimiento de alarma que en su día pudo producir, y el tiempo transcurrido ocultándose de la 
Justicia y con la amenaza pendiente de la pena parece ya suficiente castigo -todo ello puede 
hacer innecesaria la prevención general-, especialmente si el delincuente no ha vuelto a 
delinquir, tal vez demostrando una verdadera reinserción social -lo que eliminaría la necesidad 
de prevención especial.(Mir,S y Gomez, V, 2001). 
 
Para Roxin, la prescripción se fundamenta en la extinción de la necesidad de pena y en la 
desaparición de la prueba por el transcurso del tiempo. Sin embargo, señala que en los casos en 
que la desaparición de la necesidad de pena se basa en circunstancias ajenas al hecho, se trataría 
de un punto de vista procesal (Roxin, 1997).  
Bajo el marco constitucional, el cual otorga a la prescripción una naturaleza garantita y 
limitadora del ius puniendi, cuya racionalidad en su ejercicio niega la posibilidad de que se 
mantenga su facultad de perseguir o sancionar un delito ad infinitum o  por plazos 
desproporcionados extensos; motivo por el que la prescripción cristaliza también principios y 
garantías constitucionales de transcendental importancia, como la seguridad jurídica, el derecho 
a ser juzgado en un plazo razonable, la libertad, la dignidad del hombre como fin supremo de la 
sociedad y el Estado. (Rojas N. , 2018) 
En lo que respecta a la doctrina nacional, San Martin sostiene que la prescripción es un 
impedimento procesal que se sustenta en razones de Derecho material, como lo es la falta de 
necesidad de pena; y, en razones de Derecho procesal, consistente en el peligro de decisiones 
erradas como consecuencia de las dificultades probatorias generadas por el paso del tiempo (San 
Martin, 2014). García Cavero coincide con dicho planteamiento pues señala que la prescripción 
de la acción penal “se fundamenta en la falta de necesidad de pena por la antigüedad del delito 
(criterio material) y en que el transcurso del tiempo ofrece dificultades probatorias que aumenta 
el riesgo de un error judicial (criterio procesal)” (Garcia P. , 2012). 
En el Acuerdo Plenario N° 01-2010/CJ-116, los Jueces integrantes de las Salas Penales de 
la Corte Suprema establecieron que la institución de la prescripción constituye una frontera de 
derecho penal material que establece una autolimitación al poder punitivo del Estado, en tanto el 
proceso no puede tener una duración indefinida sobre situaciones jurídicas expectantes, pues 
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ello vulneraria el derecho fundamental a la definición del proceso en un plazo razonable, 
agregando que en un estado de derecho de prescripción cumple una función de garantía 
fundamental de los ciudadanos frente a la actividad judicial y constituye una sanción a los 
órganos encargados de la persecución penal por el retraso en la ejecución de los deberes.
6
 
La prescripción, de acuerdo a lo expuesto por el Tribunal constitucional, es una 
institución a través de la cual, el legislador concretiza, dentro del marco de lo 
constitucionalmente posible, ciertos valores de rango constitucional, como la seguridad 
jurídica
7
, el  derecho a la resocialización del individuo culpable y el derecho a no ser perseguido 
penalmente más allá de un plazo razonable
8
; en este último caso, el plazo razonable forma parte 
del derecho fundamental al debido proceso.
9
 
Asimismo en el mismo  se refiere  a la prescripción como el límite temporal que tiene el 
Estado para ejercer su poder penal y entiende que el proceso no puede tener una duración  
indefinida sobre situaciones jurídicas expectantes, pues esto vulneraria a la definición del 
proceso en un plazo razonable 
Conforme lo establecido por el Tribunal Constitucional la prescripción es una causal de 
extinción de la responsabilidad criminal,  sustentada en la acción del tiempo sobre 
acontecimientos humanos o la renuncia del Estado al ius puniendi, bajo el supuesto  que el 
tiempo transcurrido borra los efectos de la infracción, existiendo apenas memoria social de 
ella.
10
  
Lo señalado por el Tribunal Constitucional (2005) en la sentencia recaída en el 
expediente N° 1205-2005-HC/TC: 
La prescripción desde un punto de vista general, es la institución jurídica mediante la cual, por 
el transcurso del tiempo, la persona adquiere derechos o se libera de obligaciones. Y desde la 
óptica penal, es una causa de extinción de la responsabilidad criminal fundada en la acción del 
tiempo, la persona adquiere derechos o se libera de obligaciones. Y desde la óptica penal, es una 
causa de extinción de la responsabilidad criminal fundada en la acción del tiempo sobre los 
acontecimientos humanos o la renuncia del Estado al ius punendi , en razón de que el tiempo 
transcurrido borra los efectos de la infracción, existiendo apenas memoria social de la misma 
(…) 
La jurisprudencia peruana también ha tomado postura al respecto. En el caso de Máximo 
Humberto Cáceda Pedemonte, recaído en el Expediente N° 1805-2005-HC/TC, del 29 de abril 
de 2005, el Tribunal Constitucional señaló lo siguiente: 
 
La prescripción, desde un punto de vista general, es la institución jurídica mediante la 
cual, por el transcurso del tiempo, la persona adquiere derechos o se libera de obligaciones. Y, 
                                                     
6
 Acuerdo Plenario N° 01-2010/CJ-116 
7
 Exp. N° 0016-2002-PI/TC. Caso: Colegio de Notarios de Junín. Ley N°. 27755.Fj 2-4 
8
 Exp. N° 00024-2010-PI/TC. Caso: 25% del número de congresistas Leg.1097.Fj.  57 
9
 Exp. N° 2506-2005-PHC/TC; Exp. N° 4900-2006-PHC/TC; Exp. N° 2466-2006-Phc/TC; Exp. N° 331-2007-
PHC/TC, entre otros. 
10
 Tribunal Constitucional. Exp.N° 02407-2011-PHC/TC,caso José Rafael Blossiers Mazzini f.j.2 
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desde la óptica penal, es una causa de extinción de la responsabilidad criminal fundada en la 
acción del tiempo sobre los acontecimientos humanos o la renuncia del Estado al ius punendi, 
en razón de que el tiempo transcurrido borra los efectos de la infracción, existiendo apenas 
memoria social de la misma.  
 
Es decir, que mediante la prescripción se limita la potestad punitiva del Estado, dado que 
se extingue la posibilidad de investigar un hecho criminal y, con él, la responsabilidad del 
supuesto autor o autores del mismo.  
 
Dicho de otro modo, es una Norma Fundamental inspirada en el principio pro homine, la 
ley penal material otorga a la acción penal una función preventiva y resocializadora en la cual el 
Estado autolimita su potestad punitiva contemplando la necesidad de que, pasado cierto tiempo, 
se elimine toda incertidumbre jurídica y la dificultad de castigar a quien lleva mucho tiempo 
viviendo honradamente, consagrando de esta manera el principio de seguridad jurídica. El 
Código Penal reconoce la prescripción como uno de los supuestos de extinción de la acción 
penal.  
 
Así, la ley considera varias razones que permiten extinguir la acción penal, en virtud de 
las cuales el Estado autolimita su potestad punitiva: pueden ser causas naturales (muerte del 
infractor), criterios de pacificación o solución de conflictos sociales que tienen como base la 
seguridad jurídica (cosa juzgada o prescripción) o razones sociopolíticas o de Estado (amnistía).  
En este orden de ideas, resulta lesivo a los principios de economía y celeridad procesal, 
vinculados al derecho al debido proceso, que el representante del Ministerio Público, titular de 
la acción penal, sostenga una imputación cuando esta se ha extinguido, o que formule denuncia 
penal cuando la potestad persecutoria del Estado, por el transcurso del tiempo, se encuentra 
extinguida, y que el órgano jurisdiccional abra instrucción en tales supuestos”11 
 
Por su parte, la Corte Suprema sostuvo que la prescripción de la acción penal “se presenta 
como una sanción al ius puniendi estatal, en donde a pesar del transcurso del tiempo no ha sido 
posible resolver el conflicto penal beneficiando al procesado, en pro del respeto irrestricto al 
debido proceso”12. Mientras que, en pronunciamientos posteriores, la referida Corte adoptó los 
fundamentos señalados por el Tribunal Constitucional, los cuales se refieren a la falta de 
necesidad de pena, dificultad de la actividad probatoria y seguridad jurídica, como se puede 
observar a continuación:  
 
Se admite modernamente que el fundamento de la prescripción es político criminal, pues 
se hace innecesario el castigo habida cuenta del tiempo transcurrido y, además, este mismo 
transcurso dificulta la actividad probatoria a lo que se añade un criterio de seguridad jurídica, 
dado que, la legitimidad de la persecución y la conveniencia de ejecutar la pena son canceladas, 
concluyéndose que la excesiva duración del proceso provoca la innecesariedad de afirmar la 
norma.
13
. 
 
Sobre el fundamento de la prescripción, en la doctrina puede encontrarse diversos 
planteamientos, de ellos, aquí anoto sólo los más importantes: a) un planteamiento cree que el 
                                                     
11
 Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el Expediente N° 1805-2005-HC/TC, caso Máximo Humberto 
Cáceda Pedemonte, de fecha 29 de abril de 2005, fundamentos jurídicos 6 al 10.   
12
 Recurso de Nulidad N° 1446-2005, Segunda Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia. Fecha: 5 de 
julio de 2005. Fundamento jurídico tercero.   
13
 Recurso de Nulidad N° 19-2012-LIMA, Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia. Fecha: 19 de marzo 
de 2013. Fundamento jurídico 2.2.   
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fundamento se halla en la renuncia del Estado  la persecución del delito al considerar el orden 
social está restablecido y no hay necesidad de pena cuando hay transcurrido un plazo; b) una 
segunda posición considera el fundamento de la prescripción se encuentra en el derecho al 
ciudadano de ser juzgado en un tiempo razonable; c) un tercer sector observa el fundamento en 
la supuesta inseguridad jurídica que generaría los plazos indeterminados en la prescripción; d) 
un cuarta posición intenta fundamentar la prescripción en la previsión que el legislador hace, 
ante la inoperancia e inactividad de las autoridades competentes de la persecución penal; e) un 
quinto punto de vista considera que la dificultad probatoria por el transcurso del tiempo 
fundamenta la prescripción; f) un sexto sector cree que en los casos de prescripción se dan 
muchas de estas razones formuladas anteriormente y no asume un fundamento sino varios, 
compuesto de posiciones expuestas. (Ragues, 2004) 
Ante lo expuesto anteriormente tanto en la doctrina como en la jurisprudencia existen 
múltiples fundamentos respecto a la prescripción, los cuales generalmente se alegan en cinco 
categorías: (i) la falta de necesidad de pena; (ii) el derecho a ser juzgado en un plazo razonable; 
(iii) la dificultad probatoria que genera el paso del tiempo; (iv) la prescripción como sanción al 
Estado por no ser eficiente y activo; y, (v) razones vinculadas al principio de seguridad jurídica. 
 Falta de necesidad de la pena: De lo señalado por la doctrina y la jurisprudencia, se 
concluye que los argumentos según los cuales la prescripción se fundamenta en la falta de 
necesidad de pena se refieren tanto a la prevención especial y prevención general. Desde la 
perspectiva de la prevención especial, se considera que el Derecho penal no debe actuar sobre 
quien ha logrado su reinserción social, la misma que es avalada por su abstención a delinquir 
durante un largo tiempo (Berdurgo, 1999).  
 
Al respecto, Maurach señalo lo siguiente, el transcurso del tiempo morigera la necesidad 
de expiación de los miembros de la colectividad jurídica, siempre limitada en el tiempo en 
alguna medida, hasta extinguirla; por ello, en tales casos, la pena cesa en su función de 
afianzamiento jurídico relativo, psicológico. Del mismo modo, también es posible que las 
necesidades de prevención especial concurrentes frente a un hecho flagrante puedan decaer o 
incluso errar su meta: quien resulta condenado por un hecho ocurrido hace largo tiempo y 
olvidado, siente, como entregado al nudum ius, no intimidación, sino amargura. Por ello, la 
delimitación temporal de la posibilidad de persecución de la pena estatal coincide básicamente 
con la convicción jurídica del pueblo. (Maurach, R ; Heinz, K y Zipf, H, 1995) 
 
Por su parte, Bettiol señalo que aún sin la aplicación de una medida de seguridad, el reo 
puede readaptarse a la vida social por el transcurso del tiempo, motivo por el cual desaparece el 
interés de la colectividad de reaccionar frente al delito perpetrado mucho tiempo atrás (Bettiol, 
1965).  
 
Desde la perspectiva de la prevención general, Bentham, Beccaria y otros autores de la 
escuela positivista italiana consideraban que la pena dejaba de cumplir su papel intimidatorio. 
Beccaria postulaba que la pena era más justa y más útil cuanto más pronta y próxima era al 
delito. Más justa pues ahorraba al reo el tormento de la incertidumbre y, más útil porque cuanto 
menor era la distancia temporal entre delito y pena, más intensa era la asociación entre ambas, 
considerándose el primero como causa y el segundo como efecto necesario ineludible (Beccaria, 
2011).  
 
Quienes defienden esta postura afirman que el paso del tiempo genera que la alarma 
social generada por el delito se debilite y poco a poco desaparezca, lo cual conlleva a que ya no 
sea necesario recurrir a la sanción penal (Bettiol, 1965). Se parte de la premisa que, cuando un 
acontecimiento forma parte del pasado, deja de ser una amenaza para el modelo social vigente 
y, por tanto, carece de contenido lesivo que justifique su sanción (Ragues, 2004). El Estado 
renuncia a la persecución penal del delito perpetrado mucho tiempo atrás, debido a que ya no es 
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necesario para el restablecimiento de la paz social e incluso podría, bajo ciertas circunstancias, 
resultar más perjudicial que beneficioso (Jeschek, H y Weigend,T, 2002).  
 
La necesidad de pena también es una de las razones a las cuales recurre la jurisprudencia 
peruana con el fin de justificar la regulación de la referida institución. La Corte Suprema ha 
señalado que el fundamento de la prescripción consiste en la falta de lesividad de los 
acontecimientos que forman parte del pasado, pues al no poner en peligro el modelo social 
vigente, no se justifica la imposición de una sanción
14
. Por su parte, el Tribunal Constitucional 
ha señalado que la pena deja de ser necesaria en tanto que “el tiempo transcurrido borra los 
efectos de la infracción, existiendo apenas memoria social de la misma”15 
 
Todo lo antes señalado justificaría que, transcurrido determinado periodo de tiempo luego 
de la comisión de un delito, se imponga un límite frente a la obligación del Estado de ejercer el 
ius puniendi. 
 
 La prescripción de la acción penal por el transcurso del tiempo, la presente teoría 
señala que el transcurso del tiempo dificulta la investigación del hecho, así como la 
determinación de culpabilidad del sujeto, situación que aumenta el peligro de decisiones erradas 
(Maurach, R ; Heinz, K y Zipf, H, 1995). Los defensores de esta postura consideran que, a fin 
de evitar condenas en las que se asuma el riesgo de error en la fijación de los hechos probados 
por parte del órgano judicial, lo que corresponde es que, pasado cierto tiempo desde la comisión 
del hecho, su autor ya no pueda ser perseguido ni juzgado (Ragues, 2004).  
 
Al respecto, señala Roxin que, llevar a cabo un proceso con medios probatorios 
inidóneos, provocaría nueva intranquilidad social y no contribuiría en nada a la estabilización de 
la paz jurídica (Roxin, 1997).  
 
Este argumento es respaldado por la doctrina y jurisprudencia norteamericana. Leibowitz 
señala que, entre las diversas justificaciones para la aplicación de la prescripción, la más notable 
es el impacto probatorio que genera el paso el tiempo (Leibowitz, 2004) 
 
La Corte Suprema de Estados Unidos ha señalado, en más de una ocasión, que los plazos 
de prescripción son la principal garantía contra la imposición de cargos penales demasiado 
obsoleto
16
. La referida Corte ha señalado, asimismo, que la prescripción refleja un juicio 
legislativo respecto a que, luego de cierto tiempo, no hay cantidad suficiente de evidencia para 
                                                     
14
 Casación N° 347-2011-Lima,Sala Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 
Republica.Fundamento 4.3 “En principio, la prescripción es una causa de extinción de la responsabilidad 
criminal fundada en la acción del tiempo sobre los acontecimientos humanos o la renuncia del Estado al 
ius puniendi, en razón de que el tiempo transcurrido borra los efectos de la infracción, existiendo apenas 
memoria social de la misma (…)”.   
15
 Sentencia del Tribunal Constitucional recaida en el expediente N° 1805-2005-HC/TC, de fecha 29 de 
abril de 2005.Fundamento Juridico 6. “La prescripción, desde un punto de vista general, es la institución 
jurídica mediante la cual, por el transcurso del tiempo, la persona adquiere derechos o se libera de 
obligaciones. Y, desde la óptica penal, es una causa de extinción de la responsabilidad criminal fundada 
en la acción del tiempo sobre los acontecimientos humanos o la renuncia del Estado al ius punendi, en 
razón de que el tiempo transcurrido borra los efectos de la infracción, existiendo apenas memoria social 
de la misma”.   
16
 Estados Unidos vs. Ewell (1966), página 383 U.S. 122: “statute of limitations (…) is usually considered the primary 
guarantee against bringing overly stale criminal charges”. Este criterio se repitió en Estados Unidos vs. Marion 
(1971), página 404 U.S. 322.   
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condenar a una persona; ello pues el paso del tiempo puede afectar los recuerdos o impedir que 
los testigos estén disponibles
17
.  
En ese sentido, la limitación temporal a la exposición de la persecución penal está diseñada para 
proteger a los individuos de tener que defenderse contra cargos cuando los hechos pueden haber 
quedado oscurecidos por el paso del tiempo.
18
 
 
 La Prescripción de la acción penal y el derecho a ser juzgado en un plazo razonable 
Los defensores de la presente teoría afirman que continuar con la persecución penal o, 
incluso, dictar una condena una vez transcurrido determinado tiempo desde la comisión del 
delito, vulneraría el derecho fundamental de todo ciudadano a que su caso sea resuelto por los 
tribunales en un plazo razonable (Ragues, 2004). Señalan que la prescripción tiene por finalidad 
garantizar el referido derecho, en tanto que establece un límite para que el Estado pueda 
perseguir el delito y pronunciarse respecto a la responsabilidad penal de quien resulte 
sospechoso de haber cometido los hechos materia de investigación.  
 
De acuerdo con Zaffaroni, la institución de la prescripción se encuentra estrechamente 
vinculada con el derecho de toda persona a ser juzgada en un tiempo razonable:  El más 
importante y complejo de los impedimentos perseguibilidad es la prescripción de la acción. Si 
bien se trata de un instituto de esencia procesal, comparte sus fundamentos con la prescripción 
de la pena, aunque agregando a estos los específicamente procedimentales, entre los que 
corresponde revelar fundamentalmente el derecho a un juzgamiento en un tiempo razonable. 
Este derecho del imputado derivado del principio de razonabilidad aparece afectado cuando el 
Estado –por cualquier motivo- viola los plazos legales máximos para la persecución punitiva, 
extremo que, si bien no debe confundirse con los límites que la ley impone a las penas 
anticipadas por prisión preventiva, no deja de indicar que en parte se superpone con la 
problemática de la prescripción penal (…) La amenaza penal no puede quedar suspendida 
ilimitadamente ya que la prescripción es el instrumento realizador de otro derecho 
fundamentales que es el de la definición del proceso penal en un plazo razonable (Zaffaroni, E ; 
Aliaga, A ; Slokar,A, 2000) 
 
La prescripción  por transcurso del tiempo convierte al injusto en un asunto pasado, y sin 
la persecución de la infracción de la norma (delito) se extingue el derecho de persecución del 
Estado, porque el tiempo extingue la necesidad del restablecimiento de la vigencia de la norma 
y ella se restablece por el transcurso del tiempo, por si misma. Por un lado, el hecho como 
asunto del pasado por el tiempo transcurrido hacer perder fuerza persecutoria del delito por el 
rigor del enjuiciamiento del caso y la necesidad de solucionarlo, sin poder evitarse, de otro lado, 
que procesalmente disminuya las posibilidades de una reconstrucción forense. (Jakobs, 1997) 
El derecho de todo ciudadano a ser juzgado en un plazo razonable forma parte del 
derecho fundamental al debido proceso y se encuentra regulado en el numeral 1 del artículo 8° 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En el ordenamiento jurídico peruano, la 
referida garantía se encuentra reconocida en el numeral 3 del artículo 139° de la Constitución 
Política, que señala que la observancia del debido proceso es un principio de la función 
jurisdiccional.  
 
En reiterados pronunciamientos, el Tribunal Constitucional ha señalado que la 
prescripción de la acción penal tiene relevancia constitucional debido a que se encuentra 
vinculada con el contenido del derecho al plazo razonable del proceso, el cual forma parte del 
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 Stogner v. California, 539 U.S. 607, 615 (2003). En: POWELL, Lindsey. Unraveling Criminal Statutes of Limitations. 
American Criminal Law Review. Vol. 45, 2008, p. 129.   
18
 Toussie vs. Estados Unidos, 397 U.S. 112, 114-115 (1970). En: POWELL, Lindsey., p. 116.   
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derecho fundamental al debido proceso
19
. Incluso el referido Tribunal, ha llegado a señalar que 
la prescripción, en tanto parte  integrante del derecho al debido proceso, debe ser considerada 
como un derecho fundamental: 
  
La prescripción (mejor aún, el acceso a su declaratoria), en tanto parte integrante del 
derecho al debido proceso, puede considerarse prima facie como un derecho fundamental de 
configuración legal, pues al legislador le corresponde configurar los presupuestos o elementos 
(clases, plazos, excepciones, condiciones, etc.) que han de cumplirse para que ella opere, así 
como prefigurar el procedimiento que se deba seguir para ello
20
 
 
Por su parte, la Corte Suprema también ha señalado que la prescripción de la acción penal 
tiene relevancia constitucional debido a que se encuentra estrechamente vinculada con el 
derecho fundamental al plazo razonable. En el Acuerdo Plenario N° 8-2009/CJ-116, se señaló lo 
siguiente: “Desde el punto de vista material la prescripción importa la derogación del poder 
penal del Estado por el transcurso del tiempo, en consecuencia, dicho instrumento jurídico es el 
realizador del derecho fundamental a la definición del proceso penal en un plazo razonable, 
confirmando el vínculo que tiene este instituto con el Estado de Derecho”21 
 
Dicha posición fue reiterada en el Acuerdo Plenario N° 1-2010/CJ-116, del 16 de 
noviembre de 2010. Mediante el referido Acuerdo, la corte Suprema señaló que la prescripción 
“es una frontera de Derecho penal material que establece una autolimitación al poder punitivo 
del Estado, en tanto el proceso no puede tener una duración indefinida sobre situaciones 
jurídicas expectantes, pues ello vulneraría el derecho fundamental a la definición del proceso en 
un plazo razonable”22. 
 
 La Prescripción de la acción penal y la inoperancia e inactividad de las autoridades 
competentes de la persecución penal 
La presente teoría señala que el fundamento de la prescripción radica en la voluntad del 
legislador de prevenir o reprimir la inactividad de las autoridades y funcionarios encargados de 
la persecución de los delitos (Ragues, 2004). En el Recurso de Nulidad N° 1446-2005, la Corte 
Suprema señalo lo siguiente: “La prescripción de la acción penal se presenta como una sanción 
al ius puniendi estatal, en donde a pesar del transcurso del tiempo no ha sido posible resolver el 
conflicto penal beneficiando al procesado”23  
 
Asimismo, en el Acuerdo Plenario N° 1-2010, de fecha 16 de noviembre de 2010, el VI 
Pleno Jurisdiccional Penal de la Corte Suprema de Justicia señalo lo siguiente:  
El legislador al emitir la norma fija los límites jurídicos traducidos en el lapso de tiempo en el 
cual los delitos serán perseguibles y no deja éste a voluntad discrecional del órgano encargado 
                                                     
19
 Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el Expediente N° 0247-2011-PHC/TC, caso Blossiers Mazzini, de 
fecha 10 de agosto de 2011, fundamento jurídico 6; Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el Expediente 
N° 00194-2013-PHC/TC, caso Eusebio Ito Miranda, de fecha 25 de octubre de 2013, fundamento jurídico 2.3.   
20
 Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el Expediente N° 03708-2013-PA/TC, caso Feliz Enrique 
Guerrero Morales, de fecha 10 de noviembre de 2015, fundamento jurídico 4.   
21
 Acuerdo Plenario N° 8-2009/CJ-116. V Pleno Jurisdiccional de las Salas Permanente y Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia, de fecha 13 de noviembre de 2009. Fundamento jurídico 10.   
22
 Acuerdo Plenario N° 1-2010/CJ-116, VI Pleno Jurisdiccional de las Salas Penales Permanente y Transitoria de la 
Corte Suprema de Justicia. Fecha: 16 de noviembre de 2010. Fundamento jurídico 6.   
23
 Recurso de Nulidad N° 1446-2005, Segunda Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema, de 5 de julio de 2005, 
fundamento jurídico tercero.   
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de la persecución, lo que es necesario en un Estado de derecho donde la prescripción cumple 
una función de garantía fundamental de los ciudadanos frente a la actividad judicial y constituye 
una sanción a los órganos encargados de la persecución penal por el retraso en la ejecución de 
sus deberes.
24
   
 
Este fundamento  concibe a la prescripción como una sanción frente a la inacción judicial. 
Una especie de castigo que recibe la autoridad encargada de perseguir el delito, si es que no 
realiza a tiempo las actividades destinadas al esclarecimiento de los hechos imputados. Una vez 
cumplido el transcurrido el plazo de prescripción establecido en el Código Penal, la autoridad 
jurisdiccional pierde toda posibilidad de continuar con las investigaciones y de determinar la 
responsabilidad penal del sujeto imputado mediante un pronunciamiento judicial.  
 
Por su parte, la Corte Suprema de Estados Unidos señalo, en el caso Toussie vs. Estados 
Unidos (1970), que los plazos de prescripción pueden tener el efecto positivo de incentivar a los 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, para que investiguen sin demora, las 
actividades delictivas sospechosas
25
. 
 
 La prescripción de la acción penal y la seguridad jurídica 
 
El presente fundamento sostiene que la prescripción de la acción penal se basa en la 
seguridad jurídica, toda vez que elimina un estado de incertidumbre en las relaciones jurídico-
penales entre el delincuente y el Estado (Berdurgo, 1999). Se parte de la premisa de que nadie 
puede vivir bajo la eterna amenaza de que el Estado inicie un proceso penal en su contra. Muñoz 
Conde defiende esta posición y al respecto, ha señalado que la prescripción es una causa de 
extinción de la responsabilidad criminal cuya fundamentación radica, más en razones de 
seguridad jurídica, que en consideraciones de estricta justicia material (Muñoz, F y Garcia,m, 
2015).  
 
Algunos autores que defienden este fundamento consideran que, cuando la persecución 
del hecho es bastante posterior a su comisión, quien realizó el comportamiento termina 
convertido en una víctima del poder del Estado (Vela, 1985). Por dicha razón, se afirma que la 
prescripción de la acción penal constituye un instituto jurídico liberador, en virtud del cual, por 
el simple transcurso del tiempo, se extingue el derecho del Estado de imponer una sanción. En 
ese sentido, la prescripción funciona como un límite al poder punitivo y, por tanto, constituye 
una garantía para los ciudadanos frente al uso arbitrario o abusivo de dicho poder. (Romero.H, 
2008). Señala Robinson que los plazos de prescripción establecen el derecho a la certeza de 
libertad después de determino tiempo transcurrido (Robinson, 1982). 
 
Al respecto, la Corte Suprema de Estados Unidos ha llegado a señalar que, en algunas 
circunstancias, incluso los infractores tienen derecho a asumir que sus pecados podrán ser 
olvidados
26
  
 
Por su parte, Beccaria sostuvo que la seguridad jurídica que brindaba la prescripción era 
una de las razones que justificaba su aplicación en determinados casos. Si bien el referido autor 
se oponía a la prescripción de delitos atroces, proponía su aplicación para delitos menores que 
                                                     
24
 Acuerdo Plenario N° 1-2010/CJ-116, VI Pleno Jurisdiccional de las Salas Penales Permanente y Transitoria de la 
Corte Suprema de Justicia. Fecha: 16 de noviembre de 2010. Fundamento jurídico 7   
25
 Corte Suprema de Estados Unidos. Caso Toussie vs. Estados Unidos, 397 U.S. 112, 114-115, 90 S.Ct. 858, 25 
L.Ed.2d 156 (1970).   
26
 Sentencia de la Corte Suprema de Estados Unidos recaída en el caso Wilson v. García (1985), 471 U.S 261, p. 271.   
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quedaban en la oscuridad. Señalaba que, en dichos supuestos, la prescripción debía eliminar la 
incertidumbre sobre el ciudadano, porque la oscuridad en la que permaneció el delito suprimía 
el ejemplo de impunidad, dejando abierta la posibilidad de que el culpable llegara a ser mejor 
(Beccaria, 2011). Situación que se entiende, no era posible si sobre dicho individuo pesaba la 
incertidumbre de ser sometido a un proceso penal.  
 
El argumento de la seguridad jurídica como fundamento de la prescripción fue ganando 
presencia en la jurisprudencia nacional y extranjera. El Tribunal Constitucional español, en la 
Sentencia 157/1990, señaló que la prescripción encontraba su propia justificación constitucional 
en el principio de seguridad jurídica reconocido en la Constitución
27
. Asimismo, en la Sentencia 
29/2008, el referido Tribunal señaló que el fin de la prescripción era servir al valor de “la 
seguridad jurídica, evitando una pendencia sine die de la amenaza penal sobre aquellos a 
quienes pueda considerarse implicados en un delito”.28  
 
En similar sentido se pronunció la jurisprudencia argentina. En la Sentencia del 16 de 
junio de 2005, la Segunda Sala del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires 
señaló que la prescripción de la acción penal se fundamenta en razones de utilidad pública 
tendientes a otorgar estabilidad y seguridad jurídica a los justiciables, pues hace desaparecer la 
incertidumbre que pesaba sobre quien se encuentra a la espera de un pronunciamiento judicial
29
. 
 
  En lo que respecta a los tribunales peruanos, se ha señalado, asimismo, que el hecho de 
encontrase bajo la amenaza de que se imponga una sanción penal constituye una vulneración del 
derecho a la seguridad jurídica de los ciudadanos.
30
  
 
Por su parte, el Tribunal Constitucional sostuvo que la prescripción es la institución en 
virtud de la cual “el Estado autolimita su potestad punitiva contemplando la necesidad de que, 
pasado cierto tiempo, se elimine toda incertidumbre jurídica y la dificultad de castigar a quien 
lleva mucho tiempo viviendo honradamente, consagrando de esta manera el principio de 
seguridad jurídica”31. 
 
En el mismo sentido se pronunció la Corte Suprema: Que, el artículo setenta y ocho del 
Código Penal, contempla varias razones que permiten extinguir la acción penal, en virtud de las 
cuales el Estado autolimita su potestad punitiva, estas razones pueden tener como fundamento 
casusas naturales (muerte del infractor), criterios de pacificación o solución de conflictos 
sociales basados en el principio de seguridad jurídica (cosa juzgada o prescripción) o razones 
políticas o de Estado (amnistía). Así, tenemos que la prescripción constituye una causa de 
extinción de la responsabilidad penal fundada en la acción del tiempo sobre los acontecimientos 
humanos, que se traduce en la renuncia del Estado al ius puniendi por cuanto éste no puede 
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 Tribunal Constitucional español, Sentencia 157/1990, de fecha 18 de octubre de 1990, fundamento jurídico 3.   
28
 Tribunal Constitucional español, Sentencia 29/2008, de fecha 26 de febrero de 2008, fundamento jurídico 11   
29
 Trib. Casación Penal Bs. As., sala 2ª, 16/6/2005, “Folgar, María de los Á”.  
30
 Corte Superior de Justicia de Lima, Quinto Juzgado Penal Especial. Resolución de fecha 9 de junio de 2008, 
recaída en el Expediente N° 08-2004. Fundamento jurídico cuarto.   
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 Expediente N° 1805-2005-HC/TC, caso Máximo Humberto Cáceda Pedemonte, de fecha 29 de abril de 2005, 
fundamento jurídico 8; Expediente N° 02407-2011-PHC/TC, caso José Rafael Blossiers Mazzini, de fecha 10 de 
agosto de 2011, fundamento jurídico 2.   
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permanecer latente indefinidamente, eliminando así toda forma de incertidumbre jurídica al 
descartar la posibilidad de investigar un hecho criminal.
32
  
 
En conclusión respecto a este fundamento, el hecho de que una persona se encuentra bajo 
la amenaza de que se le imponga una pena implica una vulneración a su derecho a la seguridad 
jurídica, y su vez, se trata de una actuación abusiva por parte del Estado. Frente a dicho 
escenario, la prescripción funciona como un mecanismo liberador, que protege a los ciudadanos 
e impide que vivan eternamente bajo dicha amenaza. 
 
De todo lo expuesto anteriormente se reafirma la importancia de la prescripción en 
nuestro ordenamiento legal, la cual tiene como fin establecer un límite al poder punitivo del 
Estado y así en los delitos contra la administración pública, los cuales merecen un tratamiento 
acorde a las garantías constitucionales establecidas en nuestro ordenamiento. 
 
Es preciso señalar que la corrupción es un grave problema que enfrenta a nuestra 
sociedad, es un fenómeno que se ha extendido en nuestro país y se encuentra inherente en la 
administración pública, siendo necesario para lo cual adoptar las medidas idóneas para 
contrarrestarla, pero para ello no de manera ligera se debe tomar aquellas medidas que atenten 
contra las garantías constitucionales que deben tener todo ciudadano 
La prescripción de la acción penal se encuentra fundamentada y se debe seguir aplicando 
para  todos los delitos contra la administración púbica debido a  razones de  falta de necesidad 
de que se imponga una pena;  el derecho a ser juzgado en un plazo razonable;  la dificultad 
probatoria que genera el paso del tiempo;  la prescripción como sanción al Estado por no ser 
eficiente y  por principio de seguridad jurídica. Toda vez que de acuerdos a estas garantías se 
efectiviza una correcta administración de justicia y va acorde a las garantías constitucionales de 
un Estado Democrático de Derecho. 
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 Recurso de Nulidad N° 2105-2011-APURIMAC, Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia. Fecha: 19 
de marzo de 2013, fundamento jurídico tercero.   
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CONCLUSIONES 
 La prescripción de la acción penal tiene un gran importancia en nuestro ordenamiento 
jurídico, debido a que tiene una naturaleza garantista, cuya racionalidad niega al Estado la 
posibilidad que mantenga su facultad de perseguir o sancionar el delito ad infinitum o por 
plazos desproporcionados extensos; motivo por el que la prescripción cristaliza las garantías 
constitucionales, como es la seguridad jurídica, el derecho a ser juzgado en un plazo 
razonable. 
 
 La prescripción es una regla que se fundamenta en razones de política criminal responde a 
la necesidad de aligerar la carga procesal a fin de lograr que el sistema de persecución 
penal, funcione de la manera más eficiente posible. Para así evitar  recargar de manera 
excesiva el sistema de persecución penal y que se  genere un obstáculo adicional para la 
administración de justicia en el Perú, funcionando  como una válvula de escape para evitar 
que el sistema colapse. 
 
 La institución de la prescripción en los delitos contra la administración pública, se 
desnaturaliza con la reforma establecida en la Ley N° 30650, que modifica el Art.41 de la 
Constitución Política del Perú, referente a la imprescriptibilidad de los delitos contra la 
administración pública en los supuestos más graves, toda vez que su naturaleza y 
justificación estriba que un apersona no puede ser convertida en un objeto de persecución 
punitiva indefinida, ya que en un estado democrático solo es aceptable si se materializa 
dentro de un plazo razonable. 
 
 La medida de la imprescriptibilidad de los delitos contra la administración pública para los 
supuestos más graves, no  es necesaria. Resulta en el plano constitucional una medida 
desproporcionada, toda vez que esta no se puede equiparar con los delitos de lesa 
humanidad y desde esa misma manera con esta nueva reforma se estaría dejando en 
segundo plano instituciones que tutelan valores tan preciados como la vida y la salud 
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RECOMENDACIONES 
 Desde el congreso de la República se deben aprobar un conjunto de medidas legislativas 
que impulsen la eficacia en las investigaciones en los delitos contra la administración 
pública, las cuales sean medidas congruentes con los derechos fundamentales inherentes 
a las personas. 
 
 Se debe trabajar  en medidas que ayuden a mitigar la abundante carga procesal y apoyo 
logístico en los órganos jurisdiccionales, para de esta manera lograr el desempeño 
adecuado y eficiente  de sus funciones y por consiguiente el éxito en las investigaciones 
de los delitos contra la administración pública en los plazos establecidos en nuestro 
ordenamiento jurídico. 
 
 En las investigaciones de los delitos contra la administración pública se debe priorizar 
maximizar esfuerzos en la persecución de delitos recientes en los cuales se tenga mayor 
probabilidad de realizar  una óptima investigación , dejando de lado aquellos que han 
ocurrido muy lejos en el pasado, de los cuales no se tenga ningún indicio favorable. 
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ANEXOS 
ANEXO 1 
Título del Proyecto: “DESNATURALIZACIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN DE LA 
ACCIÓN PENAL EN LOS  DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, A 
PROPOSITO DE  LA LEY N° 30650” 
 
Nombre del Tesista:  Lenka Katherine Carhuachinchay Garrido 
 
 
 
 
PREGUNTAS HIPOTESIS OBJETIVOS 
GENERAL 
¿Se desnaturaliza la prescripción 
de la acción penal en los delitos 
contra la administración pública, 
al aplicar la Ley N° 30650? 
 
 
La imprescriptibilidad de los delitos 
contra la administración pública 
establecida en la Ley N° 30650, 
desnaturalizaría la prescripción de la 
acción penal toda vez que no existen 
límites para la actividad persecutoria 
del Estado. 
Analizar la 
desnaturalización de la 
prescripción de la acción 
penal en los delitos contra 
la administración pública 
con la aplicación de la Ley 
N° 30650. 
. 
ESPECIFICA 
1 
¿Qué importancia tiene la  
prescripción de la acción penal 
de  los delitos contra la 
administración pública, en 
nuestro ordenamiento jurídico? 
 
 
La prescripción de la acción penal en los 
delitos contra la administración pública 
es importante debido a que evita que se 
propicien  investigaciones y procesos 
interminables. 
 
Determinar la importancia 
de la institución jurídica de 
la prescripción de la acción 
penal en los delitos contra 
la administración pública.  
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Anexo 2 
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APÉNDICES 
1. Acuerdo Plenario N° 01-2010/CJ-116 
“ La institución de la prescripción constituye una frontera de derecho penal material que 
establece una autolimitación al poder punitivo del Estado, en tanto el proceso no puede tener 
una duración indefinida sobre situaciones jurídicas expectantes, pues ello vulneraria el derecho 
fundamental a la definición del proceso en un plazo razonable, agregando que en un estado de 
derecho de prescripción cumple una función de garantía fundamental de los ciudadanos frente a 
la actividad judicial y constituye una sanción a los órganos encargados de la persecución penal 
por el retraso en la ejecución de los deberes.” 
2. Tribunal Constitucional. Exp.N° 02407-2011-PHC/TC,caso José Rafael Blossiers 
Mazzini  
“La prescripción es una causal de extinción de la responsabilidad criminal,  sustentada en la 
acción del tiempo sobre acontecimientos humanos o la renuncia del Estado al ius puniendi, bajo 
el supuesto  que el tiempo transcurrido borra los efectos de la infracción, existiendo apenas 
memoria social de ella.” 
3. Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el Expediente N° 1805-2005-
HC/TC, caso Máximo Humberto Cáceda Pedemonte, de fecha 29 de abril de 2005, 
fundamentos jurídicos 6 al 10: 
“La prescripción, desde un punto de vista general, es la institución jurídica mediante la cual, por 
el transcurso del tiempo, la persona adquiere derechos o se libera de obligaciones. Y, desde la 
óptica penal, es una causa de extinción de la responsabilidad criminal fundada en la acción del 
tiempo sobre los acontecimientos humanos o la renuncia del Estado al ius punendi, en razón de 
que el tiempo transcurrido borra los efectos de la infracción, existiendo apenas memoria social 
de la misma.  
Es decir, que mediante la prescripción se limita la potestad punitiva del Estado, dado que se 
extingue la posibilidad de investigar un hecho criminal y, con él, la responsabilidad del supuesto 
autor o autores del mismo.  
Dicho de otro modo, es una Norma Fundamental inspirada en el principio pro homine, la ley 
penal material otorga a la acción penal una función preventiva y resocializadora en la cual el 
Estado autolimita su potestad punitiva contemplando la necesidad de que, pasado cierto tiempo, 
se elimine toda incertidumbre jurídica y la dificultad de castigar a quien lleva mucho tiempo 
viviendo honradamente, consagrando de esta manera el principio de seguridad jurídica. El 
Código Penal reconoce la prescripción como uno de los supuestos de extinción de la acción 
penal. “ 
4. Recurso de Nulidad N° 1446-2005, Segunda Sala Penal Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia. Fecha: 5 de julio de 2005. Fundamento jurídico tercero: 
“se presenta como una sanción al ius puniendi estatal, en donde a pesar del transcurso del 
tiempo no ha sido posible resolver el conflicto penal beneficiando al procesado, en pro del 
respeto irrestricto al debido proceso” 
5. Recurso de Nulidad N° 19-2012-LIMA, Sala Penal Permanente de la Corte 
Suprema de Justicia. Fecha: 19 de marzo de 2013. Fundamento jurídico 2.2: 
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“Se admite modernamente que el fundamento de la prescripción es político criminal, pues se 
hace innecesario el castigo habida cuenta del tiempo transcurrido y, además, este mismo 
transcurso dificulta la actividad probatoria a lo que se añade un criterio de seguridad jurídica, 
dado que, la legitimidad de la persecución y la conveniencia de ejecutar la pena son canceladas, 
concluyéndose que la excesiva duración del proceso provoca la innecesariedad de afirmar la 
norma.” 
 
6. Casación N° 347-2011-Lima,Sala Permanente de la Corte Suprema de Justicia de 
la Republica.Fundamento 4.3: 
 “En principio, la prescripción es una causa de extinción de la responsabilidad criminal fundada 
en la acción del tiempo sobre los acontecimientos humanos o la renuncia del Estado al ius 
puniendi, en razón de que el tiempo transcurrido borra los efectos de la infracción, existiendo 
apenas memoria social de la misma (…)”.   
7. Sentencia del Tribunal Constitucional recaida en el expediente N° 1805-2005-
HC/TC, de fecha 29 de abril de 2005.Fundamento Juridico 6: 
 
 “La prescripción, desde un punto de vista general, es la institución jurídica mediante la cual, 
por el transcurso del tiempo, la persona adquiere derechos o se libera de obligaciones. Y, desde 
la óptica penal, es una causa de extinción de la responsabilidad criminal fundada en la acción 
del tiempo sobre los acontecimientos humanos o la renuncia del Estado al ius punendi, en razón 
de que el tiempo transcurrido borra los efectos de la infracción, existiendo apenas memoria 
social de la misma”.   
8. Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el Expediente N° 0247-2011-
PHC/TC, caso Blossiers Mazzini, de fecha 10 de agosto de 2011, fundamento jurídico 6; 
Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el Expediente N° 00194-2013-PHC/TC, 
caso Eusebio Ito Miranda, de fecha 25 de octubre de 2013, fundamento jurídico 2.3: 
“La prescripción de la acción penal tiene relevancia constitucional debido a que se encuentra 
vinculada con el contenido del derecho al plazo razonable del proceso, el cual forma parte del 
derecho fundamental al debido proceso. La prescripción, en tanto parte  integrante del derecho 
al debido proceso, debe ser considerada como un derecho fundamental” 
9. Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el Expediente N° 03708-2013-
PA/TC, caso Feliz Enrique Guerrero Morales, de fecha 10 de noviembre de 2015, 
fundamento jurídico 4: 
“La prescripción (mejor aún, el acceso a su declaratoria), en tanto parte integrante del derecho al 
debido proceso, puede considerarse prima facie como un derecho fundamental de configuración 
legal, pues al legislador le corresponde configurar los presupuestos o elementos (clases, plazos, 
excepciones, condiciones, etc.) que han de cumplirse para que ella opere, así como prefigurar el 
procedimiento que se deba seguir para ello” 
10. Acuerdo Plenario N° 8-2009/CJ-116. V Pleno Jurisdiccional de las Salas 
Permanente y Transitoria de la Corte Suprema de Justicia, de fecha 13 de noviembre de 
2009. Fundamento jurídico 10: 
“Desde el punto de vista material la prescripción importa la derogación del poder penal del 
Estado por el transcurso del tiempo, en consecuencia, dicho instrumento jurídico es el realizador 
del derecho fundamental a la definición del proceso penal en un plazo razonable, confirmando 
el vínculo que tiene este instituto con el Estado de Derecho” 
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11. Acuerdo Plenario N° 1-2010/CJ-116, VI Pleno Jurisdiccional de las Salas Penales 
Permanente y Transitoria de la Corte Suprema de Justicia. Fecha: 16 de noviembre de 
2010. Fundamento jurídico 6: 
“Es una frontera de Derecho penal material que establece una autolimitación al poder punitivo 
del Estado, en tanto el proceso no puede tener una duración indefinida sobre situaciones 
jurídicas expectantes, pues ello vulneraría el derecho fundamental a la definición del proceso en 
un plazo razonable” 
12. Recurso de Nulidad N° 1446-2005, Segunda Sala Penal Transitoria de la Corte 
Suprema, de 5 de julio de 2005, fundamento jurídico tercero: 
“La prescripción de la acción penal se presenta como una sanción al ius puniendi estatal, en 
donde a pesar del transcurso del tiempo no ha sido posible resolver el conflicto penal 
beneficiando al procesado” 
 
13. Acuerdo Plenario N° 1-2010/CJ-116, VI Pleno Jurisdiccional de las Salas Penales 
Permanente y Transitoria de la Corte Suprema de Justicia. Fecha: 16 de noviembre de 
2010. Fundamento jurídico 7  : 
 
“El legislador al emitir la norma fija los límites jurídicos traducidos en el lapso de tiempo en el 
cual los delitos serán perseguibles y no deja éste a voluntad discrecional del órgano encargado 
de la persecución, lo que es necesario en un Estado de derecho donde la prescripción cumple 
una función de garantía fundamental de los ciudadanos frente a la actividad judicial y constituye 
una sanción a los órganos encargados de la persecución penal por el retraso en la ejecución de 
sus deberes.” 
14. Corte Superior de Justicia de Lima, Quinto Juzgado Penal Especial. Resolución de 
fecha 9 de junio de 2008, recaída en el Expediente N° 08-2004. Fundamento jurídico 
cuarto: 
“La prescripción es la institución en virtud de la cual el Estado autolimita su potestad punitiva 
contemplando la necesidad de que, pasado cierto tiempo, se elimine toda incertidumbre jurídica 
y la dificultad de castigar a quien lleva mucho tiempo viviendo honradamente, consagrando de 
esta manera el principio de seguridad jurídica” 
15. Recurso de Nulidad N° 2105-2011-APURIMAC, Sala Penal Permanente de la 
Corte Suprema de Justicia. Fecha: 19 de marzo de 2013, fundamento jurídico tercero: 
 
“Que, el artículo setenta y ocho del Código Penal, contempla varias razones que permiten 
extinguir la acción penal, en virtud de las cuales el Estado autolimita su potestad punitiva, estas 
razones pueden tener como fundamento casusas naturales (muerte del infractor), criterios de 
pacificación o solución de conflictos sociales basados en el principio de seguridad jurídica (cosa 
juzgada o prescripción) o razones políticas o de Estado (amnistía). Así, tenemos que la 
prescripción constituye una causa de extinción de la responsabilidad penal fundada en la acción 
del tiempo sobre los acontecimientos humanos, que se traduce en la renuncia del Estado al ius 
puniendi por cuanto éste no puede permanecer latente indefinidamente, eliminando así toda 
forma de incertidumbre jurídica al descartar la posibilidad de investigar un hecho criminal.” 
 
